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j)EDICl.: TORIA 

Sería difícil para mí establecer tUl escalafón 

de todos mis sentimientos de parientes y amigos, por -

esa razón, sólo dedico esta tlsis a mis queridos hijos: 

y 

ROXANA YJ1HILji;TH 

para quienes tengo un profundo amor y cuya existencia 

me impulsó Q alcanzar este peldaffo. 



1 R T R O D U e e IOn 

Hemos abordado el. tem.a "EL ¡~ dP" RO iiDdI NI S1'liJiTIVO COi/OUiiA (;11-

ilLl¡. '1'IA Ji LA P¡WJ'li!;D .. iD j i Uiúi L"p en f orma j.' ai1fJrá?:2i ca. La moteria en 

sí tiene una 0 'í1( lia gamo de re10c ifJ nesque escapan a nue stras (' 0-

sibi1idades, no solame nte intelectuales , sino ta mbidn las i mpues-

tas por las li mitaciones de f uentes hist6ricas de injfJrmaci6n. De 

aquí que, en lo fundamental, el desarrollo gira en torno al as peQ 

to juríd ico de la acción de amparo (o Pronto y Eficaz Auxilio~ cfL 
=- "-

mo también se le llama), inspirados en la importancia que le he--

mos observado-en la experi encia vivida. 

No nos ha sido posible encontrar las f uentes de las cuales -

proviene la I nstituci6n, en su reg ulación dentro de la Ley Agro-­

ría, J~era del antece dente histórico trata do en el desenvo1vi m ie~ 

to del te ma. Esta falta de fuentes nos ha obligado a dar "saltos " 

en el intento de abordar su hi storia. No obstante, ~i bien pudie-

ra afirmarse que no ahonda en gran medida sobre su i mportancia, -

sus méritos históricos, tenemos la con f ianza de haber de mostra do 

co mo, dentro de nuestro orden jurídico interno, la Institución a-

parece ligada íntimamente al proceso de desarrollo econ_cfmico del 

Estado. 

El mayor énfasis en el as pecto jurídico tiene su justi f ica -

cfón en el propósito de dejar algo escrito sobre dicha Institu--

ción. No pretendemos ser los inicia dores de la literatura juríd i-

ca sobre la materia, pero si podemos afi rmar que es desconocida, 

en el más benévolo de los casos. Esta circunstancia nos ha i m{Jul-

_ _ _ w_.~ ____ _______ . __ ., __ . _ _ _ 



sado a escribir y poner mayor interJs en el as pecto citado. Ade mds 

situaciones personales nos han vinculado a una experiencia sobre -

la aplicación de ese procedi miento, y hemos visto de cerca el abi­

garrado n~mero de casos que se presentan y que revisten un inter~s 

particular para los inquietos parlas cuestiones jur{dicas. 

Lo expresado, pone al descubierto nuestra visión de conjunto 

sobre el tema y nuestros pro pósitos; pero el mds relevante y el de 

mayor magnitud, no es el de dejar un aporte que encare la critica 

de los estudiosos del derecho, sino el de despertar un inter~s es­

pecial porque se emprenda una investigación histórica a fondo so-­

bre nuestras instituciones y se las someta a la cr(tica ~ para d e~­

terminar en que grado resp onden a nuestras realidades sociales. 

San Salvador, Septiembre de 1981. 



CAPIT[JLO I 

REGIMEN J[JRIDICO DE LA PROPIEDAD SOBRE LA TIERRA 

CARACTERISTICAS. 

-- 1 

Para definir las características del régimen jurídico de la 

propiedad sobre la tierra, es preciso retroceder en el tiempo y -

realizar un vistazo panorámico al pasado histórico. 

La conquista española representa para toda América hispana -

un fenómeno de imprescindible estudio.Hasta hoy~ se hQ hecho énf~ 

sis en lQ explotQción humQna y se hQ descuidado el jactar princi­

pal que le ha iJrr¡Pimtlo · crt7'acte.,..{sticas especiales al desn7'roll(l e­

conómico y social del continente. Sobre este aspec·;o, los estu- -

dios son limitados o escasamente conocidos. 

No es del caso entrar en consideracionos acerca de las just! 

jicaciones que se pretendió encontrar al hecho de la conquista em 

prendida por los españoles; PQra los alcances de este trabQj09 lo 

importante es estudiar las consecuenciQs de ese hecho. El de pri-

mera importQncia es la toma de posesión que hacen los Reyes de E~ 

pañQ de estas tierras; Q partir de entonces , las tierras descu- -

biertas por Cristóbal Colón pertenecen al reino españo1 9 Q la Co-

rona. 

El proceso de conquista y colonización encontró Ql continen-

te americQno en unQ etapa de desarrollo social desiguQl de unQS 

regiones a otras: MéxiCO con los Aztecas y Perú9 con los Incas 9 -

más desarrollados que los otros países 9 incluso que los mismos es 
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pañales en algunos Campos~ pero no obstante, atrasados en otros, 

como en el uso de la pólvora, ya conocida por los conquistadores 

yque les dio ventaja para la dominación de los indígenas por el 

uso de las armas de fuego. Las diferencias mds j v~levantes y de 

interis para este trabajo, son las que se refieren al rdgimen de 

las tierras encontrado.spor los conquistadores:. especialmente en 

Centro América~ el sistema de propiedad comunal~ parecido a los 

"capulli n aztecas y a los "ay1~" de los Incas del Per~ (1) bajo 

la dirección de un jefe de la comunidad. Los españoles respeta­

ron un tanto el régimen encontrado per0 9 conocedores de un sist~ 

ma distint0 9 el existente en la península 9 10 impusieron en es~os 

jJaises;¡Fcesta. manera!} tienen que coexistir distintas formas de 

propiedad rural. 

Por otra parte!} la construcción de ciudades era una necesi­

dad por diversos motivos 9 tanto los de orden administrativo ta­

les como los de tener un asiento para las autoridades designadas 

po~ la Corona para administrar y recaudar tributaciones impues­

tas y otras circunstancias de orden económico. Para cada ciudad 

fundada se asignaba una extensión de tierras situadas a la sali­

da de la misma!} destinada al uso de toda la comunidado Las tres 

formas descritas constituyen tres categorías de bienes rurales: 

los primer03 9 los bienes Realengos, los segundos 9 los bienes Co­

munales y los terceros 9 los Ejidos. 

LOS BIENES REALENGOS 

Es conveniente reiterar que el presente estudio no pretende 
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discutir la validez jurídica de algunos hechos históricos; si se 

mencionan y se parte de ellos, es sencillamente porque aconteci~ 

ron y fue~on antecedentes necesarios en algunos sucesos posteriQ 

res cuyas consecuencias interesan a las generaciones actuales. 

Se ha mencionado~ · que los Reyes de España, luego del descu­

brimiento de América~ tomaron posesión$ en un sentido meramente 

formal de las tierras descubiertas; ta1vés sea de mayor precisión 

afirmar que se arrogaron el derecho exclusivo de conquista de -­

las mismas; para ello recurrieron a la autoridad del Papa Aleja~ 

dro VI pidiéndole una decisión pontificia que validara o recono­

ciera el derecho de los reyes católicos a las tierras recién des 

cubiertas (2); el Papa expidió el 3 de mayo de 1493 una bula de­

clarando el derecho exclusivo de España en dichas tierras (3). -

No obstante, al día siguiente, el Papa expidió otra bula modifi­

cando la anterior, y en la cual no se reconocen derechos exclusi 

vos de España sobre aquella tierras; según dicha bula~ "debía 

trazarse una línea de polo a polo~ a 400 leguas al W. y S. de 

las Azores y de Cabo Verde. Todas las tierras descubiertas y que 

se descubiesen al poniente y medio día de esa l{nea, tanto hacia 

la India como en cualquiera otra dirección y que no estuvieran -

poseídas por algún principe cristiano hasta el día de Navidad de 

1492, pertenecerían a España: Ninguna otra nación podría frecuefl 

t a r e s a re g ión sin pe r m i s o del o s r e ye s d e E sp a ñ a" (4) Es t a e s -

la llamada bula "Alejandrina". 

Puede decirse que ese hecho es el punto de partida al "dere 
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cho de conquista" de los espaffoles y que sirve de asidero formal 

a los reyes cat61icos para autoproc1amdrse duenos y seffores de -­

las tierras del Nuevo Mundo. Tales tierras forman parte del patri 

monio de la Corona, son patrimonio del Estado. 

Sin embargo, según Escriche, existen tres clases de bienes -

realengos: "la primera comprende todas las propiedades, rentas y 

derechos con que está dotado el tesoro real para subvenir a la ad 

ministraci6n, orden y defensa del reino; la segunda contiene las 

propiedades, rentas y derechos con que está dotada la casa real -

para sus gastos; y la tercera no abraza sino los bienes que el -­

rey posee como persona privada por herencia, donaci6n, le2ados, -

(;ompra u otro cualquier título que le sea propio y personal.» (5) 

Según el autor citado, los primeros constituyen los que es­

trictamente se conocen como bienes del Estado pero que también se 

les designa como patrimonio de la Corona y, dentro de la termino­

logía jurídica actual, constituyendo la hacienda pública; lo~ se­

gundos son el llamado »real patrimonio" y los terceros el patrimQ 

nio privado del rey. De estos, los dos primeros, como es fácil -­

comprenderlo, están sujetos a restricciones, dada s u naturaleza, 

no pueden enajenar los bienes del Estado, pero tiene el usufructo 

de los que forman el "real patrimonio" y el pleno goce de sus ren 

taso (6) 

Por los términos generales y abstractos de la bula y la auto 

proclamaci6n de los reyes cat61tcos, puede decirse que todas las 

tierras descubiertas formaban parte del patrimonio de la Corona y , 



-- 5 

por excepci6n, coexistieron otras formas de propiedad preexisten 

tes al fen6meno de la conquista y que fue respetada por los con­

quistadores~ además de las modalidades establecidas por éstos. 

BIENES COMUNALES. 

Esta forma de propiedad deriva su nombre del mismo régimen 

de organizaci6n primitiva, "la comunidad primitiva"; la propie­

dad es del grupo, trabajada colectivamente y para beneficio del 

mismo, esta forma se contrapone a la forma de propiedad privada 

individual, o propiedad privada, a secas; esta forma es anterior 

al sistema esclavista de producci6n; es decir que representa una 

fase del desarrollo social bastante atrasado con re1aci6n a la -

forma de organizaci6n social ya vivi~a por los conquistador es, -

pero, ya sea por falta de capacidad de éstos para controlar las 

vastas extensiones territoriales conquistadas o por otras circun~ 

tancias quea~n escapan a la investigaci6n hist6rica, esos sjst~ 

mas de explotaci6n de la tierra coexistieron con las nuevas moda 

lidades establecidas. 

BIENES EJIDALES. 

Los autores coinciden en citar como raíz del vocablo la pa­

labra latina "exitus", que quiere decir salida, haciendo referen 

cia a una extensi6n de tierra que se encuentra a la salida del 

pueblo o ciudad y para uso de todos sus habitantes. En opini6n -

del Dr. Eduardo L. Ortiz de Bazas, acerca del t érmino que nos d~ 

tiene existen dos acepciones o conceptos. Uno, que está íntima­

mente ligado a los pr~p6sitos o proyecciones de la conquista, --

- -~ - - - ---- -~---
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destinado a promover la empresa empeñada por la Oorona, relaciona 

da con los municipios, de aqu{ que algunos 10 estudien como "bie­

nes municipales" (7); el autor de referencia; cita definiciones -

que y por ser casi coincidentes en sus rasgos esenciales y amerita 

a do p t a r u na d e e 11 a s, c o'm o 1 a a tri bu ida a 1 a En c i c 1 o pe d i a E s p a s a 

Ca1pe que dice: ""Lugar comJn donde la gente se suele juntar a tQ 

mar solaz y recreación y y donde también los pastores apacientan -

sus ganados " "y (8). Dentro de este concepto, el ejido está conce­

bido como propiedad no cultivable 9 es común a todos los vecinos -

y$ por consiguiente J no susceptible de apropiación individual; ca 

mo consecuencia de esta última caracter{stica, tampoco puede ser 

objeto de transacción alguna. En el segundo concepto, el mismo au 

tor cita la siguiente definición: ""La tierra dada a un núcleo de 

población agr{cola, que tenga, por lo menos seis meses de fundado, 

para que la explote directamente, con las limitaciones y modalid~ 

des que la ley señala; siendo, en principio, inalienable, inembar 

gab1e, intransferible, imprescriptible e indivisib1e"J'. A dijere!::.. 

cia del anterior , dentro de este concepto. el ejido pertenece a -

un conjunto de campesinos para su trabajo directo y conlleva para 

el ejidatario un derecho a la explotación del ejido que el autor 

e n c o m e n t o den o m i na c o m o "u n de re c h o r e a 1 s u i g n e n e r i s J' • (9) 

BIENES BALDIOS. 

Nuestra legislación agraria alude con Jecuencia a los bienes 

ba1d{osy y es que esta modalidad forma parte del sistema introdu­

cido por la colonia. Aparentemente y el cuadro quedaba completo --
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con las Categorías que hemos dejado relacionadas j pues resulta -

un tanto ilógico y quizás contradictorio p aceptar la existencia 

de una categoría intermedia que pued e coexistir con l~anteriores. 

La aplicación del sentido del término citado, su concepto, 

tiene raíces históricas que se remontan a la invasión de los visi 

godos en España; proviene de una voz anticuada: "balda" procede!J:... 

te de la arábiga "Balt ", cosa de "poquísimo precio y de ningdn -

provecho" (10). Al penetrar los Visigodos en España, le aplicaron, 

como es natural suponer, la ley del vencido; los conquistadores 

se repartieron entre s{ las dos terceras partes de las tierras y 

dejaron un tercio para los vencidos; a pesar de la proporción -­

que les correspondiera a éstos, la población diezmada por la g u~ 

rra no fue suficiente para absorberla y quedaron tierras vacan­

tes; a esto se unió como factor para que se perpetuaran en esa -

condición las costumbres económicas de los vencedores; los visi­

godos fueron dedicados fundamentalmente a la ganader{a y a l a re 

colección de cosechas, circunstancias éstas que permitieron qu e 

las tierras vacantes continuaran así j como pastizales para la g~ 

nader{a. De esta manera, ha entrado a formar parte del concepto 

de "baldío " el de ser tierras dedicadas a la cr i anza de ganado, 

pues, posteriormente a la expulsión de los moros de España, l as 

tierras vacantes comenzaron a cultivarse y e llo dio lugar a v a ~ 

rios intentos por repartirlas para que fueran dedicadas a la agrl 

cultura, sin embargo, los intentos fracasaron, la fuerza de la -

costumbre se impuso por mucho tiempo y fue siempre defendido el 
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criterio de que tales tierras eran exclusivamente para la ganade-

ría. 

Durante el proceso de colonización española y en presencia -

de fenómenos semejantes 9 en algunos aspectos 9 los conceptos entrQ 

ron a formar parte de nuestro patrimonio jurídico. 

El proceso de desarrollo económic0 9 posterior .a la indepen­

dencia j encontró freno a su desenvolvimiento en el régimen de la 

tierra rural; las formas de cultivo primitivas del sistema comu­

nal, las limitaciones de los ejidos, no permitían la · explotación 

de actividades agrícolas en mayor proporción y rendimientoo Es dQ. 

cir j llegó un momento en que había que dar paso a un fenómeno que 

en otros países, los europeos j había sido superado hacía varios -

siglos, el proceso de concentración de la tierrao Impedía este -­

proceso de concentración la regulación jurídica de la tierra eji­

dal j no podía enajenarse como se ha dejado dicho anteriormente; -

esto ocurría cuando ya cobraba impulso el cultivo del café. De e~ 

ta manera, el dos de marzo de 1882, se emite el Decreto de extin­

ción de los ejidos 9 publicado el 14 de marzo de 1882. En los »con 

siderandos» se razona como motivos justificativos de la medida -­

adoptada, que el sistema ejidal es uno de los principales obstác~ 

los a la agricultura »por cuanto anula los beneficios de la pro ­

piedad en la mayor y más importante parte de los terrenos de la -

República, que se hallan destinados a cultivos de ínfimo valor o 

abandonados del todo, por lo precario del derecho de sus poseedo-
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res". En "considerando" aparte, se deja entrever que anteribrmen-

te a dicho decreto. se habían intentado otros medios de extinción 

de los ejidos procurandn convertirlos en fuente de ingresos para 

las municipalidades, sin resultado positivo. El decreto en refe­

rencia. declara extinguida la institución de ejidos (Art.lo) y e~ 

tab1ece que deben ser tenidos como legítimos due~os a : los actua­

les poseedores (Art.2). fija una indemnización para ld municipal! 

dad y la posibilidad de un plazo no mayor de cuatro a~os para pa-

-garla. En decreto pUblicado el 28 de febrero de 1883 se prorroga-

ba el plazo para la extensión de títulos de propiedad sobre terre 

nos ejidales. Igual suerte correspondió a los terrenos pertenecieli 

tes Q las comunidades pero, aunque los motivos de fondo. históri-

camente analizado el problema fueran los mismos ya mencionados p~ 

ra los ejidos s en este caso se esgrimieron motivos eminentemente 

jurídicos; se dijo que el Código Civil, promulgado en 1860 prohi-

bía la indivisión "proveniente del cuasi-contrato por mds de cin-

ca a~os" y que no obstante a~n se conservaban bienes comunales ad 

ministrados por corporaciones con personalidad jurídica y que tal 

estado de cosas debía de cesar "como contrario a los principios -

económicos. polítiCOS y sociales que la Rep~blica ha aceptado"; -

con estas justificaciones, dispone el decreto en comento que las 

tierras comunales sean divididas entre los condue~os. Posteriormeli 

te. por Decreto publicado el 24 de abril de 1891, se declaran ex­

tinguidas las comunidades. (Art.1) y se ordena a los Gobernadores 

Departamentales proceder a repartir los terrenos comunales que no 
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estuvieren divididos cindndose a las prescripciones de la "Le~ -

de Extinción de Ejidos de 1882". El Estado muestra un interés 

particular en la extinción decretada~ razonando el motivo que 

justifica su medida; argumenta que "la experiencia ha demostrado 

que la extinci6n de terrenos ejida1es ha centuplicado el valor -

de la propiedad territorial y terminado de una manera pac!fica -

las diferentes cuestiones que por terrenos alteraban la tranqui­

lidad de algunos poseedores)'. En ambos casos, de ejidos y comuni 

dades~ los decretos respectivos han dejado establecido que los -

terrenos que no pasen a manos de sus poseedores por dejar pasar 

el plazo sin llenar sus trámites~ pertenecen al Estado~ Mediante 

Decreto publicado el 12 de abril de l897~ el Estado se desapode­

ra de los derechos que le corresponden en dichos terrenos comuna 

les y ejidales y concede a los poseedores de buena fe la plena -

propiedad; en el último considerando de dicha ley, se mencionan 

ya los terrenos "bald!os". Si se compara el decreto mencionado -

con el contenido del Cap!tulo IV de la Ley Agraria vigente, se -

encontrará la gran similitud en muchas disposiciones, y, si ade­

más se repara en el poco cuidado que se tuvo para elaborarla, la 

falta de sistematizaci6n, la presencia de disposiciones derogatQ 

rias en medio del texto~ (por ejemplo el ArtJ15, fina1 ,de1 Cap{­

tulo que se cita) podemos afirmar que es una mera recopi1aci6n -

de varios decretos, refundidos en un solo texto por un articula 

do común. 
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I 
En el bosquejo trazado. tenemos el siguiente panorama: el --

proceso de concentraci6n de la tierra, impulsado por el incremen-

to del cultivo del café. como factor principal. tiene como obstácu 

lo a su desarrollo la presencia de dos instituciones: las comuni-

dades y los ejidos. La soluci6n de tales obstáculos reside en con 

vertir tales instituciones en propiedad privada para dar paso a -

la concentraci6n de las tierras de cultivo. Sin embargo, si bien 

es cierto que con tales medidas el proceso sigue su curso natural, 

faltan las medidas que consoliden las fases del mismo, las medi-

das asegurativas. Estas se inician con la promulgaci6n de instru­

mentos jur{dicos encaminados a crear ld situaci6n de certidumbre 

en el derecho de propiedad. Con esta finalidad, que se infiere de 

su texto, se promulga la primera ley hipotecaria el 11 de marzo -

de 1873. derogada por la de 1 de mayo de 1881 y ésta a su vez. d~ 

rogada por la Le y Reglamentaria del Registro Público. publicada -

el 6 de abril de 1884, cuya vigencia se inicia a partir del prim~ 

ro de enero de 1885. Años más tarde. el 31 de mayo de 1897. se --

promulga nueva ley, denominada Ley de Registro, publicada el 25 de 

junio de 1897. la cual, por mandato c ontenido en su texto queda 

incorporada como cap{tulo del C6digo Civil. 

Al mismo tiempo que las leye s citadas. crean o propenden a --

crear certeza sobre e l dominio sobr e la tierra . por otro lado ---

crean un estado de confusi6n y anarqu{a jur{dica relacionada con 

la misma. En efecto. la Ley Hipotecaria de 1881, crea dos formas 
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de titulación para los que "carecen de t{tulo de dominio escrito", 

arrancando de ese documento histórico el origen de la titulación 

supletoria aún existente, creando las posibilidades de controver-

sia por la falta de uniformidad en cuanto a las modalidades de --

adquirir el dominio. 

Con las deficiencias que se dejan seffaladas, el Registro in­

corpora en el orden jur{dico un sistema asegurativo del derecho -

de propiedad inmobiliaria, de carácter público, en el cual el Es-

tado es el principal garante. Pero hemos dicho que ello no exclu-

ye la posibilidad de controversia y por consiguiente, el cuadro -

de protección no queda completo con los instrumentos jur{dicos --

mencionados; a ella concurren otros instrumentos legales encamin~ 

dos directamente a proporcionar al propietario a defender su der~ 

cho de propiedad y de los cuales nos ocuparemos en cap{tulo apar-

te. 

(1) Anónimo. Evolución en el Régimen de Posesión de la Tierra -
(trabajo mimeografiado) 

(2) Santiago I. Barberena, Historia de El Salvador.T.II-p 62 
(3) (4) Ibidem- p.64 
(5) Escrich e , Joaquín-Diccionario de Legislación y Jurisprudencia 
(6) (7) Enciclopedia Jur{dica Oi'IJEBA T-IX. T.I 
(8) (9) Enciclopedia Jur{dica Oi'IJEBA T-IX. 
(lO)Escriche Joaqu{n- Diccionario de Legislación y Jurisprudencia 

T. I. 
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CAPITULO 11 

FORMAS DE PROTECCION A LA PROPIEDAD RURAL EN NUESTRO ORDEN JURIDI­
CO: CONSTITUCIONAL, CIVIL, PENAL Y ADMINISTRATIVO. 

NUestra Constitución Política en el Título X -Régimen de Dere 

chos Individuales, Arts. 163- establece las bases que aseguran de 

manera general, la protección de los derechos personales y patrim~ 

niales de todo individuo. La disposición constitucional citada ex-

presa: Todos los habitantes de El Salvador tienen derecho a ser --

protegidos en la consecución y defensa de su vida, honor, libertad, 

trabajo, PROPIEDAD Y POSESIONI'.- Corresponde a la legislación secu~ 

daria determinar las formas y procedimientos pa ra hacer efectiva -

esa protección. En el presente trabajo de tésis trataremos de ex-­

plicar la tutela a los derechos patrimoniales, especialmente a la 

propiedad y a la posesión, por constituir ello el tema a d~sarro-­

llar en el presente Título. 

AMPARO CONSTITUCIONAL.-Nuestra Constitución Política estable-

ce en el Art.221, que toda persona puede pedir Amparo ante la Cor­

te Suprema de Justicia por violación de los derechos que le otorga 

la Constitución Política. El Amparo es por consi guiente una insti ­

tución que pertenece o está enmarcada dentro de las normas del De­

recho Político o Constitucional y su finalidad e S proteger las li­

bertades individuales o patrimoniales de las personas, cuando han 

sido conculcadas o atropelladas como consecuencia de las 'accione S 

u omisiones de cualquier autoridad, funcionario del Estado o de -­

sus organismos descentralizados que actúan fuera de sus atribucio­

nes legaleS o excediéndose en ellas, vulnerando así las garantías 

reconocidas por la Constitución o los derechos protegidos por ella. 
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Entre los derechos que p'rotege nuestra Consti tuci6n están natural-­

mente la propiedad y la posesi6n, de tal manera que cuando dichos -

derechos se ven amenazados, el afectado dispone del medio legal del 

Amparo, para demandar de la autoridad competente, la protecci6n 

que la Constituci6n le garantiza. 

El Amparo considerado corno acci6n, tiene sus limitantes ya que 

únicamente puede incoarse cuando. el acto contra el que se reclama -

no puede subsanarse dentro del respectivo procedimiento, mediante 

otros recursos y ademas, no tiene cabida en asuntos judiciales pur~ 

mente civiles, comerciales o laborales y . respecto de sentencias de­

finitivas en materia penal. 

E.1 Amparo se pide ante la Corte Suprema de Justicia y es tra­

mitado por la Sala de Amparos de la misma Corte, no constituye este 

Tribunal una instancia más, sino que su función va encaminada única 

mente a examinar si los actos de los funcionarios violan o no los ~ 

preceptos constitucionales, no está llamada a definir derechos sino 

a asegurar el conjunto de garantías que garantiza la Constitución, 

por ello, cuando hay disputa de dominio o posesión sobre un determi 

nado inmueble, no tiene lugar el Amparo contra providencias judici~ 

les referentes a esos derechos, y corresponde a los Tribunales co­

munes de justicia decidir en la forma legal tales derechos. 

Por lo demás, para que proceda el Amparo, el recurrente debe 

probar su derecho que dice haber sido violado y las providencias ._­

del funcionario contra las cuales se reclama, deben de ser de índo­

le positiva, de manera que, por los efectos de la sentencia de am­

paro, las cosas o los derech.os puedan ser restaurados a su estado 

anterior al acto reclamado. 
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PROTECCION JUDICIAL DE LA PROPIEDAD.-En cuanto a la protección 

de la propiedad y la posesión en materia civil, la ley franquea al 

propietario o poseedor de bienes raíces, las acciones y recursos n~ 

cesarios, cuando dichos derechos se ven amenazados por personas --­

que pretenden violarlos, ejerciendo actos de perturbación, despojo 

o usurpación. 

x La protección judicial a la propiedad sobre bienes raíces, se 

contrae a conceder al propietario la acción reivindicatoria, comun­

mente conocida como acción de dominio, la cual es definida por el -

Art.891 de nue stro Código Civil, como "aquella que tiene el dueño 

de una cosa singular, de que. no está en posesión, para que el po--­

seedor de ella sea condenado a restituírsela". 

Antes de seguir adelante con el estudio de la acción reivindi­

catoria, es conveniente hablar aunque sea s.omeramente, del derecho 

que esta tiende a proteger a través de su ejercicio, esto es de la 

propiedad o derecho de dominio, como también se le conoce. 

x El derecho de propiedad, siguiendo la doctrina clásica o tra­

dicional, puede conceptualizarse como el derecho real que confiere 

al propietario el poder más amplio y completo sobre la cosa, en e~ 

te caso de un bien raíz. Comprende la facultad de servirse de ella, 

percibir los frutos que produce y disponer de ella, sin más limita­

ciones que las establecidas por la ley o la voluntad del propieta-­

rio. En síntesis, estas facultades suponen tres atributos: el uso, 

goce y disposición de la cosa o bien raíz, dando así al derecho de 

propiedad un caracter absoluto, exclusivo y perpetuo. (1) 

Expuesta la noción del derecho de dominio o propiedad y sus -

características, cbntinuaremos hablando del medio legal que la ley 
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confiere para su protección en materia civil. 

~ En razón del supuesto total de la propiedad, es decir, de la 

titularidad unida al ejercicio del poder de hecho sobre la cosa 

posesión- puede suceder que estos elementos por diversas causas se 

encuentren disgregados en un determinado momento; en estos casos, 

la ley otorga al propietario la acción o pretensión de propiedad -

denominada acción reivindicatoria. 

Ya antes expusimos la definición legal de la acción reividica 

toria y en base a ella podemos mencionar como supuestos de la mis­

ma, para tener derecho a su ejercicio, los siguientes: a)que el a~ 

tor o demandante tenga el derecho de dominio o propiedad de la co­

sa o bien que reivindica; b)que haya sido privado o despojado de -

la posesión de ella y c)que se trate de una cosa singular. El obj~ 

to de la acción reivindicatoria se traduce así en obtener el reco­

nocimiento del dominio y como consecuencia la recuperación del bien 

raíz o cosa singular de cuya posesión ha sido privado o despojado 

el propietario de ella. La reivindicación es una acción real por -

cuanto nace de un derecho que tiene el mismo carácter y se ventila 

ante los tribunales de lo civil en juicio ordinario, en el cual de 

be probarse el dominio y la falta de posesión~ Probar la existencia 

del dominio lleva envuelta la necesidad de establecer cómo se ha -

adquirido y por lo tanto hay que distinguir entre el dominio que -

proviene de un modo originario de adquisición y el que proviene de 

un modo derivativo. Los modos originarios confieren por si mismo -

el dominio, la prueba de este adquirido derivativamente supone de­

mostrar no sólo la adquisición válida sino también el derecho del 

causante que se lo transfirió o transmitió y . el del causante de es 
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te causante, hasta llegar al antecesor que adquirió el dominio por 

un modo originario, pero basta probar el tiempo sefialado por la -­

ley para prescribir. 

~ La acción re~vindicatoria o de dominio corresponde al que ti~ 

ne la propiedad plena o .nuda de la cosa expresa el Art.895 de nues 

tro Código Civil y ella se dirige contra el .actual poseedor, sea­

este regular o irregular, con título o sin él, esté de buena o de 

mala fe. Art.897 C. También puede dirigirse contra el que ha deja­

do de poseer para exigirle la restitución de lo que haya recibido 

por ella, siempre que por haberla enajenado a un desconocido a tí­

tulo oneroso, se haya hecho imposible o difícil su persecución con 

tra el actual poseedor y si la enajenó a sabiendas de que era aje­

na para la indemnización de todo perjuicio. Art.900 C.- Esta inde!E. 

nización se traduce en pagar el valor comercial de la cosa, espe-­

cialmente en aquellos casos en que a consecuencia del engafio, se -

hace imposible ejercer la acción contra el poseedor actual, con p~ 

ligro de que este llegue a adquirirla por prescripción, lo cual e s 

de frecuente ocurrencia especialmente si se trata de bienes muebl es. 

~ El dominio o propiedad se protege también en forma indirecta 

mediante la acción que en doctrina se conoce con el nombre de Ac-­

ción Publiciana y que está regulada en el Art.896 del Código Civil. 

En este caso, la ley ha creado una ficción que consiste en que el 

demandante es tratado corno · dueño, es decir 9 como si hubiera ganado 

la cosa por pre s cripción, es por lo t anto la Acción Publiciana una 

acción persecutoria semejante a la r e i v i ndicatoria que se conce de 

a un poseedor de buena fue que está en situación de adquirir l a c~ 

sa por prescripción, por lo tanto no es ne ce sa rio probar dominio o 
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No solamente el Derecho de Propiedad o Dominio sobre bienes -

raíces 'es objeto de protección en materia civil, también 10 es la 

Posesión de dichos bienes a través de las Acciones REesorias, co-­

munmente conocidas por Interdictos Posesorios. Doctrinariamente se 

entiende por Posesión, en términos generales, el poder o señorio -

que la persona ejerce sobre las cosas, en forma independiente, con 

el fin de utilizarlas económicamente; en sentido vulgar denota ocu 

pación de una cosa, el tenerla en nuestro poder, sin que importe -

mayormente la existencia d€ algún título o derecho para ello. (2) 

Nuestro Código Civil, que sigue la doctrina clásica en esta materia, 

además del elemento corporal (corpus) que supone la tenencia u ocu 

pación material de la cosa y la posibilidad de poder disponer de -

ella, destaca en el Art.745, el elemento intencional, (animus domi 

nis) es decir, la intención de actuar o comportarse como señor o -

dueño de la cosa, a tal grado que el poseedor se reputa dueño mien 

tras otra persona no justifica serlo. Es este último elemento el -

característico y el que transforma la simple detentación en pose-­

sión. Para que haya tenencia es suficiente la detentación material; 

en cambio para que haya posesión es menester no sólo la tenencia, 

sino que requiere además el ánimo de tener para si la cosa o de te 

nerla como señor o dueño. 

No obstante que la posesión ha sido considerada por muchos a~ 

tores como un simple poder material, una relación de hecho entre 

personas y cosas, ella se encuentra protegida jurídicamente por 

las Acciones Posesorias, tal como quedó expuesto anteriormente. El 

objeto de las acciones posesorias comunes estriba en cons ervar o -

recuperar la posesión de bienes raíces o de derechos reales consti 
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tuidos en ellos, tal como lo expresa el Art.918 C. 

Existen otras acciones posesorias especiales que protegen in­

directamente la Posesión e incluso la mera tenencia, pero para el 

objeto de nuestro estudio sólo nos interesa conocer aquellas que -­

tienen como fin el amparo, la restitución o el restablecimiento de 

la Posesión. Art ~ 922, 927 y 929 C. 

La demanda en que se interpone una Acción Posesoria recibe el 

nombre específico de Querella y por ello algunos autores (3) han -

dado en llamar a dichas acciones de esta misma manera. 

La Querella de Amparo tiene por finalidad impedir que se per­

turbe la posesión de un inmueble y se otorga o concede no sólo con 

tra quien pretende despojar a otro de la posesión en forma clande~ 

tina o violenta, sino también contra quien, sin pretender desposeer 

a otro, no obstante le perturba o embaraza el normal ejercicio del 

poder de becho (posesión). Esta acción va encaminada a que se pro­

hiba al perturbador la realización de actos que perturban la pose­

sión y a que se indemnice al poseedor del daño que haya recibido. 

Art.922 C. 

Para tener derecho a ejercitar esta acción, la ley no exige -

que el perturbador sea culpable o de mala fe, pues basta la ejecu­

ción de hechos materiales que embarazan o perturban la posesión de 

un inmueble. Tampoco exige la ley que la perturbación perjudique o 

dañe la posesión ajena, ya que es suficiente que el poseedor se a 

incomodado en su quieta y pacífica posesión. Para el caso, los ma­

los olores, el humo, los ruidos excesivos que provienen del predio 

vecino, otorgan fundamento suficiente para ejercitar la Querella de 

Conservación o Amparo -. 
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No sólo quien pOSee oon ánimo de señor o dUeño tiene faoultad 

para ejeroer las aociones posesorias, también son hábiles para ejeE 

cerla aquellas personas qUe poseen como titulares de un Derecho 

R€al sobre la oosa, oomo €l Usufruotuario, el Usuario y €l qUe tie 

ne Derecho de Habitación; sus acciones van dirigidas a conservar o 

recuperar el goce de sus respectivos derechos y pUeden intentarlas 

aún contra €l propietario mismo. Todo lo anteriormente expuesto se 

desprende del tenor de los Arts.922 y 923 C. que dicen: Art. 922.­

El poseedor tiene dereoho para pedir que no se le turbe o embaraoe 

su posesión o se le despoje de ella, que se le indemnice del daño 

que ha reoibido y que se le dé seguridad contra el que fundadamente 

teme. Art.923.-El usufruotuario, el usuario, y el que tiene dere-­

cho de habitación, son hábileS para ejercer por sí las acciones y 

excepciones posesorias, dirigidas a conservar o recuperar el goce 

de sus respeotivos dereohos, aún contra el propietario mismo. El -

propietario es obligado a auxiliarlos contra todo turbador omurp~ 

dor extraño, siendo requerido al efecto. 

La Querella de restituoión eS aqUella que va encaminada a re­

ouperar la posesión de bieneS raíoes o de derechos reales oonstitui 

dos en ellos; prooede su ejeroicio cuando el propietario o el que 

posee oomo titular de un dereoho real, ha sido privado injustamen­

te de la posesión de dichos bienes o dereohos. Una persona es pri­

vada injustamente de la posesión de un inmUeble, cuando otro lo to­

ma contra su voluntad, en forma violenta o clandestina. Art.927 C. 

No pUede ejercitarSe la aoción pOSesoria de restituoión oon-­

tra los meros tenedores o pOSeedoreS a nombre ajeno, tales oomo el 

arrendatario~ el oomodatario, el depositario etc.,pues ellos han -
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recibido la cosa del propietario o del poseedor mediato en forma va 

luntaria, ES decir, m~diando un vínculo contractual y como conSEcuen 

cia ~nicamente tienen contra ellos la acción personal derivada del 

contrato y no la acción posesoria que es una acci6n real. 

Tal como claramente 10 expresa el Art.927 C., la Querella de -

restitución se encamina no s610 a la recuperaci6n del inmueble, si­

no adem~s a la indemnizaci~n de perjuicios que comprende la devolu­

ci6n de los frutos naturales o civiles que la cosa produjo, mientras 

estuvo en poder de quien arrebató indebidamente el inmue.ble y el va 

lor de los daños causados al mismo. 

La acci6n posesoria de restituci6n es acci6n real, ya que se -

puede dirigir no s610 contra el usurpador, sino contra toda persona, 

cuya posesi6n se derive de la del usurpador, por cualquier título, 

pero el tercer poseedor s610 será obligado a devolver el ' inmueble, 

más no a la indemnizaci6n de perjuicios, si adquiri6 la posesi6n de 

buena fe. Si el poseedor es de mala fe, queda obligado a la indemni 

zaci6n de perjuicios en la misma forma que el usurpador. Art.928 C. 

La acci6n posEsoria de restituci6n est~ regulada en el Art.927 

C. que dice~ "El que injustamente ha sido privado de la posesi6n ... -

tendrá derEcho para pedir que se le restituya, con indemnizaci6n de 

perjuicios, sin que para esto necesite probar más que su posesi6n y 

el despojo violento o clandestino lY
• 

Debido a que las acciones posesorias comunes (Querella de Amp~ 

ro y Querella de Restituci6n) a que antes nos hemos referido, sola-

mente pueden ser ejercitadas por aquéllos que poseen como titulares 

de un derechó real, es decir, quienes poseen como propietarios, usu 

frustuaríos, usuarios, etc., nuestro legislador consignó en el Art. 

BIBLIOTECA CENTRAL 1 
UNIYEIIt.,DAD DI[ EL SALVADO. 
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929 de nUestro Código Civil la Querella de restablecimiento con el -

fin de proteger no sólo a los que poseen como titulares de un dere-­

cho real, sino también a todos aquellos que poseen a nombre de otros, 

en virtud de un simple derecho personal, como sucede con los arrenda 

tarios, comodatarios, etc. y en general con todos los que poseen a 

nombre ajeno. 

De no existir la acción posesoria de restablecimiento, todos 

los que poseen reconociendo dominio ajeno, en razón de un derecho -

personal, podrían ser despojados de sus bienes, por cualquier persQ 

na y carecerían de toda acción para recurrir a la justicia, pues no 

son titulares de las acciones posesorias comunes. Se podría objetar 

que los poseedores a nombre ajeno bien pueden denunciar el hecho del 

despojo, a las personas en cuyo nombre poseen, para qQe éstas proc~ 

dan a jercitar las mencionadas acciones, pero ello, además de repr~ 

sentar, en la mayoría de los casos, un grave inconveniente, es posi 

ble que el poseedor mediato no pueda ser encontrado y llegue a con­

sumarse el despojo en forma definitiva. Por otro lado, bien pudiera 

suceder que los poseedores mediatos haciendo uso de más de alguna -

arbitrariedad, procedan a arrebatar las cosas dadas en arrendamien­

to, depósito u otra relación análoga a los que en nombre ajeno po-­

seen en forma inmediata y en estos casos, dichos poseedores no po-­

drían defender en forma· alguna sus respectivos derechos. 

Concluyendo, la acción posesoria de restablecimiento ha venido 

a solucionar las críticas situaciones que podrían surgir si nuestro 

Código Civil sólo hubiera regulado las acciones posesorias comunes 

que antes hemos explicado. De haber sido así 1 practicamente hubiera 

quedado autorizada la violencia y todo tipo de hechos ilícitos come 
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tidos contra los que poseen a nombre ajeno. Todos estos inconvenien 

tes se salvan con la existencia de esta acción posesoria especial -

que regula el Código Civil en su Art.929, que dice: "Todo el que -­

violentamente ha sido despojado sea de la posesión, o sea de la me­

ra tenencia, y que por poseer a nombre de otro, o por otra causa -­

cualquiera no pudiere instaurar acción posesoria, tendrá sin embar­

go derecho para que selEstablezcan las cosas en el estado que antes 

se hallaban, sin que para esto necesite probar más que el despojo -

violento, ni se le podrá objetar clandestinidad o despojo anterior. 

Este derecho prescribe en seis meses. 
, . 

Restablecidas las cosas, y asegurado el resarcimiento de daños, 

podrán intentarse por una u otra parte las acciones posesorias que 

correspondan". 

El fundamento de las acciones posesorias comunes e incluso de 

la Querella de restablecimiento es la paz Social (4), pues a través 

de su ejercicio se impide que los particulares, prescindiendo de -­

las autoridades públicas, se hagan justicia por si mismas y alteren 

por obra de sus solos medios, la situación de hecho existente rela­

tiva a los inmuebles. 

Las acciones posesorias comunes al igual que la especial de -­

restablecimiento se siguen en juicio sumario de conformidad con los 

Arts.778, 782 y 786 del Código de Procedimientos Civiles y para en­

tablarlas se requiere que el poseedor haya sufrido un acto de moles 

tia en la posesión que ejerce o bien haya sid6 privado de ésta y -

que además se interpongan antes del vencimiento de los plazos para 

su prescripción que es de un año para las acciones posesorias comu­

nes y de seis meses para la de restablecimiento. Arts.921 y 929 Ca 
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Hemos hecho un análisís somero de las acciones que confiere la 

legislación civil al propietario o poseedor de bienes raíces para -

defender sus respectivos derechos ante los actos de perturbación, -

despojo o usurpación que pudieran amenazarlos; nos hemos referido a 

la naturaleza de este tipo de acciones, características de las mis­

mas, clases de juicio en que deben ventilarse, sujetos contra quie­

nes deben ejercitarse y término para su pr€scripción. 

PROTECCION PENAL DE .LA PROPIEDAD Y LA POSESION.-Nuestro Código 

Penal vigente, en el Título V del Libro Segundo- Delitos contra el 

patrimonio- regula en el Capítulo 1 de dicho Título, los Delitos -­

contra la Propiedad, Otros Derechos Reales y la Posesión. En lo - que 

respecta a la propiedad y posesión de bienes raíces se contemplan -

como delitos? principalmente la Usurpación, la Remoción o Altera--­

ción de Linderos, la Perturbación Violenta de la Posesión y el de -

Daños. 

La usurpación es una figura delictiva autónoma por la naturale 

za de los bienes sobre los cuales recae la acción; los bienes inmue 

bles, de ahí que ha dado en llamársele Hurto Inmobiliario. El Art. 

248 Pn., que regula la Usurpación, señala como derechos protegidos 

la posesión o la tenencia legal de un inmueble. La acción qUe tipi­

fica la Usurpación como delito o hecho punible consiste en despojar, 

es decir, en desposeer a alguien de lo que disfruta y tiene. Los me 

dios que según la ley haCen punible la acción de despojo son la vio 

lencia, las amenazas, el engaño y el abuso de confianza. En .términos 

generales puede afirmarse que todo acto de tercero qUe implique la 

pérdida o la turbación de la posesión o de la tenencia material de 

un inmueble, empleando cualquiera de los medios antes mencionados, 

r ~~:,~~~~~:~~:~¡:~r;:~I;r.~~. _ 
~ - y .~ ~ -- - -~ 
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debe tenerse para los efectos legales como Usurpación, siempre que 

el fin que se persiga sea el apoderamiento del inmueble o la obten­

ción de un lucro. 

La Usurpación puede ser violenta o pacífica; ésta última está 

regulada como caso especial por el Art.122 del Código Penal. Es com 

petente para conocer del delito de Usurpación violenta el Juez de -

lo Penal del lugar en donde está situado el inmueble sujeto a la ac 

ción de despojo. Si la Usurpación es pacífica y el imputado presen­

ta durante la instrucción, título inscrito de propiedad o de pose-­

sión de igualo mayor fuerza que el presentado por el ofendido, el 

Juez debe suspender el procedimiento a fin de que las partes venti­

len sus derechos en el Juzgado de lo Civil correspondiente, ejerci­

tando según el caso, las acciones posesorias del Art.918 C. o la Rei 

vindica~oria del Art.89l C. 

El Art.294 Pn. tipifica otra forma de Usurpación, que cons.iste 

en el hecho realizado por aquel que para apropiarse total o parcial 

mente de un inmueble o para obtener un lucro, remueve o altera sus 

linderos o mojones. En este delito, el hecho del apoderamiento o la 

intención de obtener lucro es lo que lo configura como tal, ya que 

si un sujeto altera o destruye los límites o señales de un inmueble, 

con el fin de llevarse los materiales, comete hurto y si lo hace só 

lo para perjudicar al propietario cometerá el delito de Daños. 

Para que el delito quede consumado no se requiere que el agen­

te logre apoderarse del inmueble, basta el hecho de la destrucción 

o alteración de los términos o mojones. 

El Art .,252 Pn. regula como delito la perturbación violenta de 
I 

la posesión., Esta fitgura delictiva nació con el actual Código Penal 
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vigente, por la necesidad de proteger penalmente al poseedor contra 

aquellas acciones que importan una limitación a los derechos inhe-­

rentes a la posesión, sin llegar a constituir un despojo. 

Regula tambi€n el Código Penal, en el Art.253 el delito de Da­

ños el cual puede recaer tanto sobre muebles e inmuebles, lo que -

constituye una diferencia con los delitos de hurto y robo, ~e re- ' 

caen sólo sobre muebles. 

La razón jurídica que justifica la existencia del delito de -

Daños, estriba en el inter€s social que existe en amparar la pro-­

piedad contra las acciones distintas de la apropiación, que tiendan 

a anular o a menoscabar la integridad, la utilidad y el valor de -

dicha propiedad. 

El delito de daños es esencialmente doloso, por cuanto el agen 

te con su acción llev~ el propósito - intención positiva - de cau­

sar daño en la cosa que sabe es ajena, y la acción se consuma des­

de el momento mismo en que se ocasiona la destrucción, inutiliza-­

ción o deterioro de la misma cosa. 

PROTECCION ADMINISTRATIVA.-En materia administrativa la pro-­

piedad y la posesión de bienes rústicos se encuentran protegidos -

mediante el procedimiento conocido como Amparo Administrativo, re­

gulado en el Título 11, Capítulo 1, de la Ley Agraria vigente, pr~ 

cedimiento que por constituir un tema aparte de este trabajo, ex-­

plicaremos en el siguiente apartado. 
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CAPITULO III 

CONCEPTO DE A1lfPARO. CIASES DE AMPARO. EL AMPARO ADMINIST.RATIVO 

Para comprender el significadojuridico del ampQro~ hemos 

de -:; omprender su reco T'rido hist6rico. Su origen se remonta al dere­

cho romano~ con los FIINTERDICTA 9 INTERDICTUMrry ambos términos si gni 

ficaban una orden del magistrado romano? cuyos matices f ueron muy -

variados; era emi t i d o a solicitud de un ciudadano po ra: a) Exhibi-­

ci6n de personas o cosas,; b) Restitución de cosas; c) Destrucción -

de obras y por último d) Para que se oroenaT'a la a .bstención de efec 

tuar determinados actos; de esta manera los Intemictos eran de ---

tres clases exhibitorios, restitutorios y pro hibitorios. 

En s u, origeny los interdictos tienen SE fundamento en el 

imperium del magistradoy cons tituyen un acto de autoridad y no el -

ejercicio de su j urisdictio y fueron justificados Oy al menos los -

estud i osos del derecho romano de los ti em~) os ac tua1 es 10 pre tenden 

just ifica r, en una neces idad de dar sol uc i 6n jurídica a aquellos cQ.. 

sos en los cuales el particula r interesado no contaba con uno ac--­

ción determinada por incoar; en situación semejante y el magi s trado 

hacía uso de su imperium pronunciando un int erdictum contra el ata­

cante, 10 que significa ba una orden. Se o'f i rma que prcDmeramente fue 

ron de tip o prohibitivo , pero c on el t i empo se fue ampli ando S LL ra­

dio de acción y surgieron los que ordena ban hechos positivos, con -
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zzna particzzlaridad: El mandato qzzedaba szzbordinado a zzna oomproba-­

ción posterior de la verdad. Luego, en el dereoho pr'Pvado, los inter 

dic,tos comienzan a denotar nuevas oaracteristicas, oomo la de que _ 

szz aplicación reoae sobre aquellas relaciones en las cuales se ad-­

lJierte una inc1 inación mas pronunciada hacia el interés púb1 ico que 

al prilJado. A esta fase de su desQrrollo, aparece en la legislación 

romana la interdictwfZ de libero eXhibendo, aplicable a aquellos ca­

sos en que un hombre libre se encuentrQ retenido por otro dolosamen 

te. 

Aten iéndonos al estud i o del Dr. Luis Al berto Feiia Guzmán 

(1), se distinguían lJarias clasificaciones de los interdictos, de -

las cuales nos interesan, por su, pe1ación con la materia en estudio, 

dos: La primera, partiendo de la naturaleza del mandato del pretor9 

. según la clzol se distinguen los interdicto prohibitor.ia, interdiota 

restitutoria y los interdicta exhibitoria. 

En el primero de los enumerados, como se oolige de su nom­

bre, el contenido del madato era una abstención de un determinado -

acto que podía ser perjudicial al solioitantede la interlJenoión -­

pretoriano; según el autor que dejamos citado, su campo de apl ica-­

oión residiía en gran parte en la relación con el gooe de las cosas 

dest inadas al uso públ ioo, pues en las relac iones de oardoter patri 

monial contaban oon los interdicto uti possidetis y el utrubi, com­

prendidos dentro de la categoría de los interdiota retinendie poss2,. 

sionis, el de superficiebus, a favor del superriciario y el de mi-­

grando para proteger al inquil ino contra algunas medidas abusilJas -

del propietario. 

(1) Enoiclopedia JlLrídica OMEBA - Tomo ){VI 
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El ú?,terdicta restitutoria consistía en un mandato que _ 

dejaba las cosas en su promitivo estado, restituyendo una cosa de-­

terminada a una persona u or'denaba que las COSas volvier'an a su pr'i 

mitivo estado, cuando se tr'ataba de alguna modificación sin autor'i­

zaci6n del pr'opietar'io. 

Por último, los exhibitor'ios, como ya se ha dicho en lí­

neas anteriores, eran aquellos en los cuales el Pretor' or'denaba l a 

exibición de una pers ona o una cosa. En el pr'imer caso, cvnndo se -

tr'ataba de r'ecuper'ar una per'sona que se encontr'aba privada de S~L 1 i 

ber'tad; se citan entr'e ell03 los inter'dictos liber'is exhibiendis y 

de supra exhibenda; entre los que tienen pOr' objeto la exhibición -

de cosas, se menc iona n J.'.os interd ictos ó,¡¡:;;terd iotum de tabr:¿l is exh i­

bendis. 

Lo: otr'a clasificac i 6n que nos inter'esa mencionar es desde 

el punto de vista del contenido o noturaleza de la r'elaci6n que de­

fienden; comprende los . inter'dictae "quae pr'opietatis causam conti-­

nent Pf y los "Interoictoe quae possessionis causam continent P
'; los -

primer'os tienen carácter definit ivo y los s egundos provisi anal. En.,­

tre los pr'imeros están compr'endidos aquellos encaminados a pr'oteger 

las servidwnbr'es y entre los segundos una gama de acciones entr'e 

las cuales se cuentan los llamados inter'dictos posesor'ios (1). 

Los antecedentes r'o/nanistas que dejamos r'elacionados¡ pue 

de afirmarse con seguridad, han tenido cabida como antecedentes de 

nuestro orden jUr'idico, bajo la denominac ión de Ampar'o, que repre­

senta una forma depurada de protecc ión a los derechos de 1 ibertad, 

propiedad y posesión, con aplicac ión a los mismos bienes jUr'tdicos 

(1) Enciclopedia Jurídica OMEBA Tomo XVI 
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que protegía el Derecho Romano con los interdictos. Es la evolución 

del Derecho y del Estado la que ha p-::feccionado las instituciones 

citada y podemos clasificarlas según su moteria: El amparo de . Dere 

cho Privado, (Civil) que comprende l as distintas formas del amparo 

de posesión, a los cuales ya hicimos re:ferencia en capítulo onterior' 

y el amparo de Derecho Públ ico? dentro del cual encontramos dqs fo!:,. 

mas: El Amparo Constitucional y el Amparo Administrativo. 

Aunque hemos visto que tiene antecedentepeJanos que se re 

montan al Derecho Romano, su. formo depurada se inicio con lo Revo-

luCión Jilrancesa~ la cual proclama los Derechos del Hombre y del CiE. 

dadano y exholta los principios de libertad, igualdad y fraternidad. 

De ahí proviene una nueva preocupación por el derecho de propiedad. 

Los alcances limi (; ados de nuestro trabaJo nos inhiben de-

detenernos, .sin aleJarnos del tema principal, en esta TT7fJ.teria, de -

aqui que debemos reseñar las características sobresa1.ientes del Am-

paro Constitucional, referido al derecho de propiedad y posesión. 

Por apego a la costwnbre, se habla defPrecurso de amparo fP, 

punto controvertido por los especialistas pero que, en~ nosotros, 

dada la regulación del mismo, se considera un Juicio. 

Su primera característica sobresaliente 88 su carácter pú 

blico. En el se manifiesto un interés primordial del Estado pues -

la acción se enfila sobre un principio de naturaleza constitucio-­

nal y por la misma razón, tiene seria incidencia en lo estrucü~ra 

-~ ~---
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jurídica del Estado y especialmente en lo que se relaciona con los _ 

fines del mismo. 

En segundo lugory se ventilo ante el máximo organismo del 

Poder Jud ic ia 1 y la Corte Supremo de Just ic ia, 6rgono representat ivo 

del Segundo Poder del Estado, el Poder J~icia1. 

En tercer lugar~ solamente pueden discutirse derechos 1e-­

sionados que estén protegidos por la Cons"tituci6n de la República. 

En este aspecto y la: Constituci6n Política expresa en el Art. 163 --

que I'Todos los habitantes de El Salvador tienen derecho o ser prote 

gidos en la conservación y defensa de su vida, honor, libertad, tra 

bajo, propiedad y posesión rr (Inc. primero) y el Art. 164 expresa --

que rU'Ninguna persona puede ser privada de su vida y de su 1 ibertad y 

ni de su propiedad o posesión, sin ser previamente oída y vencido -

en juicio con arreglo a las leyes; ni puede ser enjuiciada dos ve-­

ces por la mismo calwa;r. (Inc. primero); la Ley de Procedimientos -

Constitucionales los d esopro11a en el Art. 12, Inc. 2° expresando -

que 10 fPacción de amparo procede contra toda cl ase de acciones u --

omisiones de cLw'lguier autoridad 9 funcionario del Estado o de sus -

organismos descentralizados, que viole aquellos derechos u obstacu-

1icen su ejercicio. 11;; 

En cuarto 1W 1ar, el radio de acci6n es limitado, pues so­

lamente pueden invocarse principios constitucionales; no puede apo­

yarse una acción de amparo constitucional en principios contempl a--

dos en una ley secundaria, tienen que ser necesariamentey po ra que 

prospere en rigor jurídico, de naturaleza constitucional expresame!]. 

te contemplados en la Carta .F'undamenta1. Por esta mismo: raz6n, el -
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J·uic io de amparo es también eminentemente técnico-juríd ico. 

EL ANPARO ADMINISTRATIVO - --- ------- -_ .. _-~--- . _-_ ...... . --

Para emprender el estudio que nos proponemos real izar en 

este opa rtado, debemos traer a co10c i ón algunas de los ideas expues 

tos en capítulo anterior, al hacer referencia al régimen jurídico -

de la propiedad sobre la tierra. 

Se dejó expresado, que las características del régimen de 

propiedad sobre la tie:n:ra rural, están determinados por las que le 

imprimió el proceso de concen'troc ión de las mismas. Primero se su--

primieron los obstáculos a d icho concentro c i ón, luego se pasó a ---

crear instrumentos jurídicos encaminados a conso1 idar la propiedad 

y, a la por de estos medidas, las que tienen por obJ·eto 10 defensa 

de ella, institución conocida en esta época como Amparo Administra­

t ivo, regulado en el Título IT denominado GARAlvTIAS A LA Pr1 0PIEDAD 

RU9AL y Pl?OCEDINIENTO ADMINISTRA 7'nfO, de la Ley Agraria vigente. 

Los antecedentes conocidos, dentro de nuestro Derecho, a 

la institución en comento, se remontan a la LEY DE GARANTIAS DE LA 

PJ¿OPIiillAD J?AIZ, pub1 icoda el 26 de febrero de 1884. Previamente, es 

del caSo menciona r que con f echa 5 de enero del mismo afio, se había 

promulgado el Decreto Ejecutivo sobre el deshaucio, de vi gencia dis 

clLtib1e, si no sé acepto su derogación tácita, como se demostrará -

más adelante. 

La. Ley de Garantías de la Propiedad Raíz, seggn se expre-
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SO' en sus Considerando_s, se promLdgó con el obJeto de llenar uacias 

que na fueron 11 eno das par el menc i anado Decret a EJecl.-zt iuo de deshQ. 

ucia; y se indica que éste no garantizó la propiedad raíz ~special­

mente en los CaSOS de aquellos que, ¡'sin ánimo de adquirir, se nie­

gan sin razón alguno a recanocer la posesión o dominiO' legítimos PI. 

Si bien es dificil det e rrainQr cómO' pueden darse tales situaciones, 

las ideas expuestas en el ¡'Cansiderando rp citado, siruen paPa deter-

minar la arientación de la Ley, cantra quiénes UO' dirigido la ac--­

ción que la misma crea. 

El articulo l° es explicito en cuanto determina con c1ari 

dad, contra quienes ua dirigida la acción y en que circunstancias es 

procedente y es de su tenor 1 i tero1 de dande se infiere que PIlos acu 

pantes de tierras par-ticlL1ares que s e niegan sin razón alguna (1 r e-

conocer la posesión o dominio legítimos?9 son los PVintrusos PP para di 

cha ley; frente a éstos, el propietaria tiene derecho a ser amparado 

por el Alcalde del lugar. Prabablemente, sea de esta misma denomina 

ción que da la ley a la protección que debe dar el Alcalde al pro--

pieta rio, de donde prouenga el nombre muy usual de ''Ampara F1 que se 

da a este procedimiento. 

Para que tuuiera lugar, se exigían varios requi s itos: La. 

acupación ilegitima debía de haberse uer'i f icada mientra las ti e rT'as 

eran baldías; o clwnda fueran municipales, si habían pasada a s er -

nac i onal es par ext inc i ón del pueblo y en todos los caSos de tras1 a-

ción de dominio; mientras los terrenos hubieran estada litigado o -

cuestianados y, por último cuandO' los intrusos habiéndose estableci 

.- ---------
f 
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do como colonos y formado valles o caseríos 1 se negaren posterior­

mente o reconocer los derec 710s del poseedor o dueño. (Art. 1 ° Nos. 

del 1° al 4°). 

Puede afirmarse que el procedimiento ha evolucionado muy 

poco; pues no obstante que dicha ley fue derogado por el Códijjo de 

Agricultura y éste por la Ley Agparia de 11 de abril de 1907 y ésta 

a su vez por 10 oc tudlmente vi gente de 26 de agost o de 1941 ~ en 10 -

fundamental, cont inúan manten iéndose ideas expresadas en la primer!].!":,::· 

mente citada. En efecto, en la Ley Agraria vigente, encontramos po!:.. 

t icu1a r:iJda.d -;s 1 egis1a t i vas reve1 adoras del poc o c¡údado que se tuvo 

en ti empos pasados poro 1 egis1ar. Carece de un idad s istemát ica , más 

b i én está formada por una rec opilac ión de va ri os cuerpos l e gol es -­

unidos únicamente por lo enumerac ión correlativo de s u articulado, 

dándol e a coda 1ey~ el carácter de Titulo del texto 1 ega1 que nos -

detiene. En esto forma, La Ley de Garantías de la Pr'o:!)iedad Raíz -­

que hemos citado, se encuentro reproducida en su ma yo r parte, con 

algunas reformas, en el Tttu10 II, GARANTIAS A LA P;WPIEDAD RUI-?A.L 

y PROCEDIl1IENTO ADlifIlVIS'l'RA'.l'IVO, CAPITULO I? de la Ley Agraria vigen 

te. Dentro del mismo Titulo y Capítulo mencionado? a continuación -

de algunos adiciones al texto de la Ley de Garanttas de la Propi e-­

dad Raíz, (Los Artos. 49 y 50) se agrega e l texto conocido como Ley 

de Deshaucio de 5 de enero de 1884 con reformas.- De igual manero,­

el Capítulo IV del Titulo 1II - DE LOS P~:¿EDIOS RUSTICOS - Terrenos 

Baldíos, Ejida1es y Comunales, no es más que Lma reproducción lite 

rol, con escasas reformas y adiciones del Decreto sobre TitL~loción 
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de Terrenos Ejidales publicado el 12 de abril de 1897. 

En esencio 9 el proceso de amparo odministrotivo 9 examino-

do en sus rasaos !undamen tal es pertenece a los procesos de ejecuc i ón. 

En efecto~ para que la acción prospere el título del solicitante de 

be estar inscrito en el Registro de la Propiedad Raíz y en el Libro 

de Registro de Titulas de Predios Rústicos que deben llevar las j1fu-

nicipalidades según el Art. 32 de la Ley Agraria; en defecto de am-
'-

bas inscripc iones 9 basta con la primera. Ellos ign ifica qLle el t itu 

10 debe tener fuerzo ejecutiva y validez indiscl,.~tib1e. 

La segt~nda caracterist ica en su na tural eza suma rís ima es -

pecia1. Todos los términos son breves. 

La tercera co:rac-I;erística eS 9 congruente con las ya sefía-

ladQ'8 9 que fracaza la acción en cuanto aparece Lm rasgo de duda ---

acerca del derecho que el t ítul o ampara; es dec ir~ cuando el deman­

dado prueba iquo1 o mejor derecho que el solicitonte y o cLwndo pr'ue 

ba posesión por un periodo de seis meses 9 en cuyos cosos se produce 

la suspensión del trámite. 
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CAPITULO \iIV. 

CASOS EN QUE PROCEDE EL AMPARO ADMINISTRATIVO - PROCEDIMIENTO. 

En el título anterior nos tocó referirnos a las diferentes -

formas de protección de la propiedad de bienes raíces en general, 

es decir, tanto urbanos como rústicos . En esta oportunidad nos r~ 

feriremos a la protección concedida únicamente para la propiedad 

Rural, y al procedimiento a seguir establecido de conformidad con 

las disposiciones contenidas en la Ley Agraria vigente. Debe que­

dar claro que esta protección legal de la propiedad alcanza sólo 

a los bienes rústicos y en ningún caso se aplica a los bienes ur­

banos, ya que éstos disponen para su protección de las normas con 

tenidas en el Código Civil que regulan las acciones a que hicimos 

mención en el título precedente. 

Las garantías a la propiedad rural, tal co~o la s llama la --

Ley Agraria tienen por objeto conceder a los propietarios o pose~ 

dores de inmuebles rurales un medio más expedito y fácil de defen 

sa de sus respectivos derechos; expedito, porque su procedimi ento 

es más breve que el que se ofrece en materia civil y fácil porque 

los interesados tienen a la mano la autoridad administrativa a --

quien deben exigir dicha protección, ya que existen Alcaldes Muni 

cipales 'en los doscientos sesenta y un Municipios de la República. 

- para tener derecho a la protección que se concede a través -

del procedimiento administrativo de amparo, comunmente llamado di 

ligencias de pronto y eficaz auxilio, es indispensable que el pr~ 

pietario o poseedor de predios rústicos tengan debidamente inscri 

tos a su favor, en el Registro de la propiedad Raíz, sus título s 

r . 
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de propiedad o posesión~ los cuales a su vez deben de inscribirse 

en extracto en el libro que al efecto llevan las Municipalidades. 

Si dichos títulos no han sido presentados para inscripción en la 

Alcaldía a cuya jurisdicción pertenece el inmueble, para tener de 

recho a la protección mencionada, será necesario en cada caso pr~ 

sentar el título original, siempre debidamente inscrito en el Re­

gistro de la Propiedad Raíz. 

El amparo administrat~vo protege únicamente derechos inscri­

tos, sean estos de propiedad o posesión, y procede solamente en -

casos de perturbación, despojo o usurpación realizados por cual­

quier colindante o particular. 

Para que un propietario o poseedor pueda entablar la acción 

de amparo administrativo se requiere: A) Que se dirija por escri­

to ante el funcionario administrativo competente; B) Que se legi­

time como propietario o poseedor; y e) Que haya sufrido un acto -

de turbación o embarazo inferido a su posesión o que haya sido -­

privado de ella. 

A) La solicitud se presenta en papel sellado de treinta cen­

tavos ante el Alcalde Municipal del lugar en que esté ubicado el 

inmueble, que es la autoridad competente para conocer en dichas -

diligencias y debe contener: 1) El nombre, apellido, estado civil, 

profesión u oficio y domicilio del solicitante ; 2) Si actúa por -

sí o como apoderado o representante legal de otro, ya que no es 

necesario que sea el propio perjudicado quien 10 haga, sino que 

también puede hacerlo su apoderado o su representante legal, si -

el interesado careciere de capacidad legal para seguir esta clase 
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de diligencias; 3) Si el inmueble~ está o no gravado con servidum 

bre u otro derecho real o si se posee en proindivisión o no; 4)La 

situación medida superficial, mojones o linderos del inmueble y -

el nombre y apellido de los colindantes y demás generales si se -

conociesen; 5) Una relación pormenorizada de los hechos en que s e -

haga consistir la molestia~ turbación o embarazo o la manifesta­

ción de haber sido despojado del inmueble, con indicación~ si fu~ 

re posible de los nombres de quienes causen la molestia o turba­

ción o de quienes se consideren como intrusos. Si hubieren colo­

nos, se indicará también quienes mantendrán esa calidad dentro de 

la finca; 6) Lugar y fecha de la solicitud. 

B) Legitimarse como propietario o poseedor significa que el 

perjudicado debe exhibir sus títulos registrados de propiedad o -

posesión~ es decir, que debe presentarlos al Alcalde Municipal -­

juntamente con la solicitud, salvo que ya estuvieren registrados 

en extracto en el libro que para ese efecto llevan las Municipal! 

dades de conformidad con el Art.32 de la Ley Agraria. Sobre est e 

particular cabe indicar que la controversia en este tipo de dili­

gencias se desarrolla exclusivamente sobre el hecho de la pose- -

sión~ aún cuando la ley en unos casos exija títulos de dominio 

inscrito; lo que debe justificarse es la posesión alegada y el de 

recho a ser protegido que emana de esta misma posesión y no la 

propiedad de la cosa. La exhibición de títulos de dominio, si 

bien es una exigencia legal, para admitir la solicitud, ellos por . 

si solos, no bastan para acreditar la posesión~ porque eilos no 

la dan; sin embargo pueden servir para comprobarla~ o sea, para -

confirmar o corroborar la posesión que se tiene. La posesión no -
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se transmite ni se transfiere, sino que se adquiere y se demues­

tra su existencia por diversos medios: inscripción en el Registro 

de la propiedad confesión judicial, inspección personal del Juez. 

Establecida por cualquiera de estas formas la posesión, la exhibi 

ción de los títulos de dominio sirve para comprobarla, porque re­

fuerza esas probanzas~ estableciendo su fundamento y alcance. A -

este respecto la jurisprudencia establece: "para gozar del dere­

cho a un pronto y eficaz auxilio en la posesión de un predio, co~ 

forme la Ley Agraria, es indispensable que el interesado justifi­

que su propiedad y que haya estado en posesión del inmueble cuan­

do se verificó la usurpación, despojo o perturbación, Fuera de es 

tas circunstancias, el Alcalde que priva a una persona de su pro­

piedad, sin las formalidades legales, infringe la garantía const! 

tucional respectiva, y procede el amparo pedido contra la provi­

dencia del referido funcionario, máxime si el recurrente ha prob~ 

do plenamente su dominio y la posesión de largo tiempo sobre el -

citado predio". 

(Revista Judicial, Tomo XLIII, abril 2 de 1938, página 43) 

e) Decíamos que entre los requisitos necesarios para que un 

propietario o poseedor pueda entablar la acción de amparo adminis 

trativo está el de que haya sufrido un acto de turbación o embara 

zo infringido a su posesión o que haya sido privado de ella. 

En sentido estricto se entiende por turbación, todo acto de 

molestia o embarazo, realizado voluntariamente, de buena o de ma- _ 

la fe, que, sin despojar a otro de su posesión, la contradice e -

implica disputar el derecho que pretende tener el poseedor de ejeE 

cerIo. 
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Se pueden deducir de estos actos de mole tia o embarazo los ca 

racteres siguientes: a) Voluntariedad del hecho o acto perturbato­

rio. Si la turbación no proviene de un acto del hombre~ no puede -

contradecir la propiedad o posesión ajena. para el caso, una aven~ 

da o derrumbre sobre el predio vecino cOmo consecuencia de un fuer' 

te temporal no constituye una turbación a la posesión. b) El acto 

no debe llegar hasta privar de la posesión al poseedor~ si lo pri­

va no hay simple turbación sino despojo. Los actos inminentes de -

éste, o sea, los que tienden al despojo, sin llegar a consumarlo~ 

constituyen sólo una molestia o embarazo. c) El acto debe contrade 

cir la posesión ajena para que pueda calificarse de molestia o em­

barazo. por lo tanto no perturba la posesión dei duefio de una fin­

ca, aquel que en virtud de una servidumbre de tránsito, pasa por -

el; tales hechos no contradicen la posesión del derecho de dominio. 

Tampoco contradicen la posesión ajena, aquellos que no pueden cal~ 

ficarse de intrusos o usurpadores cuando actúan en el ejercicio l~ 

gitimo de un derecho. Sobre este particular citaremos alguna juri~ 

prudencia existente, despues de que hayamos hablado del Despojo. 

Despojo significa privar al propietario o poseedor de la po­

sesión de la cosa o en impedirle el ejercicio del derecho que po­

see. Se distingue de la simple turbación o embarazo en que aquel 

~ '--consiste en un obstáculo o molestia continua y persistente, 

que impide al poseedor recuperar el libre uso y goce de la cosa P2 

selda o que necesita para ejercer la posesión de su derecho. Si la· 

agresión inferida a la posesión es momentánea, de tal manera qu e -



-- 42 

el poseedor pueda con posterioridad recobra~ libremente el uso de 

la cosa, sin obstáculo alguno, el acto no pUEde calificarse de 

despojo sino dE simple molestia o embarazo. El amparo gubernativo 

procede contra todo acto de despojo, sea éste total o parcial, y 

no es necesario que el que lo produce tenga o no la intención de 

susti tuirse en la posesión del despojado, pues lo que importa es -­

que se impida al propietario o poseedor el ejercicio de su pose­

sión. Si aquel que provoca el despojo lo hace con la intención de 

convertirse en poseedor, se convierte así mismo en estricto senti 

do en un verdadero usurpador. Sin embargo para efectos penales b~ 

jo el nombre de usurpador se comprende, a todo aquel que mediante 

amenazas~ violencia o engaño despoja a otro de la posesión o mera 

tenencia de un inmueble, sin importar si la intención es de adqui 
. -

rir para sí o para otro la posesión. 

4 para demandar el amparo administrativo, la Ley Agraria no s~ . 

ñala plazo para solicitarlo, de manera que el perjudicado en su -

posesión puede hacerlo en cualquier tiempo, en que se vea amenaza 

do en su derecho a poseer por cualquier persona que ejerza actos 

de perturbación despojo o usurpación. 

Los títulos registrados que es necesario exhibir para tener 

derecho a solicitar amparo administrativo pueden ser de propiedad 

o de posesión, según lo expresa el Art.39 de la Ley Agraria que -

dice: "El perjudicado se presentará por escrito al Alcalde del lu 

gar en que la finca estuviese ubicada, exhibiendo sus Títulos re­

gistrados de propiedad o posesión y pidiendo amparo". 
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De acuerdo a lo expresado en el Diccionario Razonado de Legi~ 

lación y Jurisprudencia de don Joaquín Escriche 9 se entiende por -

Título "la causa en cuya virtud poseemos alguna cosa; y el instru-

mento con que se acredita nuestro derecho; el testimonio 9 despacho 

o instrumento dado para ejercer algún empleo o dignidad de barón, 

conde o marquÉs 9 de que se hace gracia a alguno por sus méritos o 

servicios". 

La palabra título usada en el artículo 39 9 antes transcrito, 

de la Ley Agraria, está empleado en la segunda acepción, es decir, 

como instrumento con que se acredita el derecho de propiedad o po­

sesión, es decir, el papel en que consta la causa remota de la ad-

quisición del dominio (titulo en sentido jurídico) y el modo de ad 

quirir. 

para efecto de nuestro estudio debemos entender por Título de 

propiedad, aquellos que dan propiedad o dominio sobre un inmueble 

rústico y de posesión aquellos que únicamente conceden posesión. -

En nuestro sistema actual de titulación, se persigue título de do­

minio o propiedad de los terrenos ejidales, comunales y baldíos, -

mediante el trámite señalado en el capítulo IV, del Título 11, de 

la Ley Agraria 9 y se persigue títulp de posesión 9 mediante la titu 

lación supletoria que regulan los Arts.699 y siguientes del Código 

Civil. 

por otra parte, el dominio o propiedad sobre inmuebles se pu~­

de adquirir también mediante un título traslaticio de dominio como 

la venta, permuta, donación etc. y un modo de adquirir como la tra 

f BIBLIOTECA CENTRAL 
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dición; también pueden adquirirse los bienes raíces mediante pre~ 

cripción adquisitiva, o por ministerio de Ley tratándose de una -

sucesión hereditaria. 

Como quiera que haya sido la forma en que se haya adquirido 

la propiedad o posesión de un predio rústico, para tener derecho 

al amparo gubernativo, es necesario que los correspondientes tít~ 

los hayan sido inscritos en el Registro de la propiedad Raíz. 

Los Arts.680 y 681 C. expresan: "Art.680.- Los títulos suje-

tos a inscripción no perjudican a terceros, sino mediante la ins­

cripción en el correspondiente registro, la cual empezará a prod~ 

cir efecto contra ellos desde la fecha d~ la presentación del tí~ 

tu10 al registro. 

Se considera como tercero aquel que no ha sido parte en el -

acto o contrato a que se refiere la inscripción. El heredero se -

considera como una sola persona con su causante." 

tlArt.681.- La inscripción es el asiento que se hace en los -

libros del Registro de los títulos sujetos a este requisito, con 

el objeto de que consten públicamente los actos o contratos con­

signados en dichos títulos, para los efectos que Éste título de-

termina. Es de dos clases: inscripción defin~tiva, que es la que 

produce efectos permanentes e inscripción provisional, llamada 

también anotación preventiva". 

Las disposicones antes señaladas determinan la finalidad y -

el objeto del Registro de los títulos sujetos a inscripción, el -

i 
' 1 
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cual estriba en la publicidad que reciben los mismos y en la pro­

tección a terceros y partes contra los fraudes posibles de Éstos 

o aquellos 7 respectivamente. 

La inscripción que exige la Ley Agraria 7 es la definitiva y 

no la preventiva, porque lo que se pretende es amparar a aquellos 

que tienen un derecho de propiedad o posesión cierto e indiscuti­

ble, estos es no sujeto a discusión. Esto es as! porque cuando -­

hay duda sobre los derechos en litigio no son competentes los Al­

caldes Municipales para resolver o conocer de la controvercia si­

no que los interesados tienen que dilucidar sus derechos ante los 

tribunales comunes competentes, as! lo ha resuelto la doctrina -­

que a continuación se transcribe: 

"1- Las disposiciones de la Ley Agraria sobre pronto y eficaz au- ' 

xilio, son aplicables únicamente en casos de verdadera usurpación, 

despojo o perturbación; cuando la persona denunciada comprueba p~ 

sesión pacifica y presenta algún documento en el que fundamenta -

sus derechos, no son competentes los Tribunales Contencioso-Admi­

nistrativos para resolver: es la autoridad judicial la única que 

puede dirimir los derechos de los querellantes, siendo nulas las 

actuaciones ilegales de los Alcaldes y Gobernadores D~partamenta-

les". 

(Revista Judicial, Tomo XLVI, julio 26 de 1941, página 228) 

"Las disposiciones de la Ley Agraria sobre pronto y eficaz auxi­

lio, (amparo gubernativo), sólo son aplicables cuando se trata de 
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verdaderas usurpacicrnes~despojos o perturbaciones; cuando el de­

nunciado puede alegar fundamentalmente algún derecho o presenta -

algún documento a su favor, cesa la competencia de los Alcaldes -

Municipales para resolver, pues son los tribunales comunes los -­

únicos facultados por la ley para dirimir derechos". 

(Revista Judicial, Tomo XLVI, septiembre 29 de 1941, página 
248 y 249) 

Presentada la solicitud de amparo, ante el Alcalde Municipal 

del lugar en que el inmueble estuviere situado, Éste la admitirá 

si se acompañan los títulos inscritos de propiedad o posesión en 

que se funda dicha solicitud y en el mismo auto en que admite Ésta 

y sólo con la vista del documento, en el que deberá constar en -­

forma indubitable el derecho del recurrente, señalará día y hora 

para practicar inspección del terreno en el que se supone existe 

la perturbación, despojo o usurpación. 

1a inspección debe hacerse con ciiación de la persona contra 

quien se haya pedido el amparo, y el Alcalde que la omita quedará 

incurso en la multa de cincuenta colones, que aplicará el Goberna 

dor Departamental a pedimento verbal del interesado o denunciado, 

o de oficio al tener conocimiento de la infracción. 

El objeto de la inspección es comprobar la identidad del in­

mueble objeto de la perturbación o despojo, es decir si Éste es -

el mismo a que se refiere el título presentado con la demanda, --

quien o quienes son los dueños o poseedores actuales, si la pose-

si6n está o no separada de la nuda p~opiedad, si el terreno está 
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en proindivisión y si hay realmente perturbación deepojo o usurpa­

ción. Para establecer estae circunstancias, el Alcalde podrá inte­

rrogar al denunciado respecto de la calidad en que mora o habita -

en el terreno y si fuera poeible le exigirá que compruebe dicha ca 

lidad con algún documento escrito. 

Todo lo ocurrido durante la inepección se hará constar en ac­

ta, que firmarán el Alcalde y su Secretario juntamente con el de-

nunciado y el que solicita el amparo, si hubiere concurrido, a --­

quien desde luego deberá tambiÉn citársele para esa diligencia. 

Durante la inspección pueden ocurrir los siguientes casos~ a) 

que el supuesto intruso o usu~pador, presente documento inecrito, 

de menor, igualo mayor valor que el presentado por el que demanda 

el amparo, si el documento presentado ee de menor valor, para el -

caso, un documento privado de traspaso del inmueble rúeticoo bien -

un instrumento público de fecha reciente no inscrito en el Regis­

tro de la propiedad y no acompafiado de la posesión actual, el Al­

calde continuará el procedimiento legal, y decretará provisional­

mente el ceee de .la usurpación, si la hubiere, entregando efu depós~ 

to el terreno ocupado al peticionario, mientrae recae sentencia --

ejecutoriada que decida la cuestión. 

b) Que el eupuesto perturbador o ueurpador, además de presen­

tar algún documento aunque no inecrito, compruebe poeeeión mate- - , 

rial actual por largo tiempo. En este caeo el Alcalde debe suspen­

der el procedimiento para que las partee diriman sus derechos ante 

" ' -- - -~ _. ~ _-o - - -
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los tribunales comunes 9 así lo ha sostenido la doctrina que des­

pués se transcribirá. 

c) Que el ocupante o perturbador presente título de posesión 

o propiedad de igual o mayor fuerza a la del exhibido por el que 

solicita el amparo; en este caso de conformidad con el Art.43 de 

la Ley Agraria 9 el Alcalde deberá suspender los procedimientos de 

amparo para que las partes acudan a los tribunales comunes a ven­

tilar sus derechos. 

d) Que los demandados por el pronto y eficaz auxilio compru~ 

b.en ser colonos del inmueble o aleguen algún derecho proindiviso 

sobre el mism0 9 es decir que no sean verdaderos usurpadores o pe~ 

turbadores 9 en cuyo caso no procede amparar al solicitante. 

Respecto a los casos contemplados en los literales anterio­

res podemos citar alguna Doctrina Jurídica sustent.ada por la hon~ . 

rable Corte Suprema de Justicia en resoluciones de Corte Plena 

pronunciadas en juicios de Amparo Constitucional siguientes~ 

"Las disposiciones de la Ley Agraria sobre pronto y eficaz -

auxilio son aplicables únicamente en casos de verdadera usurpa- -

ción 9 despojo o perturbación; cuando la persona denunciada com- -

prueba posesión pacífica y presenta algún documento en el que fu~ 

damenta sus derechos 9 no son competentes los Tribunales contenci~ 

so-Administrativos para resolver: es la autoridad judicial la úni 

ca que puede dirimir los derechos de los querellantes 9 siendo nu-



-- 49 

las las actuaciones ilegales de los Alcaldes y Gobernadores DepaE 

tamentales". 

(Revista Judicial, Tomo XLVI, julio 26 de 1941, p~gina 228) 

"Las diligencias de pronto y eficaz auxilio, iniciadas de con 

formidad con lo prescrito por la Ley Agraria, son un medio fácil 

y rápido para que un propietario a quien se usurpe, despoje apeE 

turbe en su posesión, sea restituido en ella; pero es indispensa-

ble, para qUe puedan aplicarse las disposiciones citadas, que se 

trate de una verdadera usurpaoión, despojo o perturbación"~ 

"No puede ser considerado como intruso una persona que prue-

ba haber estado largo tiempo en posesión de una parcela que le do 

nó de hecho su padre natural y en la que tiene su casa y cultivos 

permanentes hechos en él". 

"Si un hermano natural hereda un terreno en que se halle la 

referida parcela, y para recuperarla pide al Alcalde pronto y efi 

caz auxilio y este lo conoede, es procedente amparar al quejoso -

oontra tal providencia por ser ilegal y contravenir la Constitu­

ción Política". 

(ReVista Judicial, Tomo XLVI, septiembre 10 de 1941, páginas 
242 y 243) 

"Al que comprueba posesión no interrumpida, ni clandestina, 

ni violenta, por más de treinta años, no es procedente exigirle 

comprobantes escritos; tal prueba es preferente a la exhibición -

de un titulo registrado, pero no aoompañado de la posesi6n natu-

ral" • 
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"Las disposiciones de la Ley Agraria sobre pronto y eficaz -

auxilio, s6lo son aplicables cuando se trata de verdaderas usurp~ 

ciones, despojos o perturbaciones; cuando el denunciado puede ale' 

gar fundamentalmente algún derecho o presenta algún documento a -

su favor, cesa la competencia de los Alcaldes Municipales para r~ 

solver, pues son los tribunales comunes los únicos facultados por 

la ley para dirimir derechos". 

(Revista Judicial, Tomo XLVI, septiembre 29 de 1941, péginas 
248 y 249) 

"De acuerdo con lo dispuesto en el Art.40 reformado de la --

Ley Agraria, no puede considerarse perturbadores, usurpadores o -

despojantes a aquella persona que compruebe plenamente estar en -

posesión de un terreno deede hace como treinta años". 

"Hay, por consigui~nte, lugar al amparo contra la providen­

cia de un Alcalde Municipal que priva a eea persona de su pose- -

si6n en unas diligencias de pronto y eficaz auxilio". 

(Revista Judicial Tomo LV, enero 28 de 1950 página 304). 

"La persona que compruebe ser poeeedora de manera quieta, p.§. 

cífica y no interrumpida durante más de diez años de un predio, 

no es intrusa ni usurpadora y tiene derecho a que se le ampare, -

conforme el Art.164 C.P., en contra de las providencias de un Al­

calde Municipal que ha despojado de la posesi6n de ese terreno a 

la recurrente, en unas diligencias de pronto y eficaz auxilio se-

guidas contra un colono". 

(Revista Judicial, Tomo LV, febrero 8 de 1950, página 312) 
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"Prooede el amparo en el caso de que se considere a los colo 

nos como perturbadores, intrusos o usurpadores". 

(Revista Judicia1 9 Tomo L111, febrero 21 de 1948 página 154) 

"no puede lanzarse de un inmueble rústico al poseedor a quien 

no se le demuestra que es perturbador, despojante o usurpador del 

predio y, en consecuencia, procede el amparo contra providencias 

arbitrarias del Alcalde Municipal". 

(Revista JUdicial, Tomo L111, febrero 26 de 1948 9 página 161) 

"No procede entre comuneros de un predio rústico, la acción 

de pronto y eficaz auxilio que establece la Ley Agraria, salvo -­

que alguno de ellos perturbe a otro en la posesión que Éste ejer­

ce en una parte determinada del inmueble común. Tampoco procede, 

con la misma restricción, contra el colono que ocupa, autorizado 

por algún comunero, parte de la cosa indivisa, porque ninguna de 

esas personas pueden considerarse como perturbadores o usurpado­

res de una propiedad ajena". 

"La providencia de un Alcalde Municipal que ordena restituir 

a un colono la tenencia de una parte de la cosa común, que ejerce 

con la debida autorización y de cuya tenencia fue privado provi­

sionalmente de acuerdo con la Ley Agraria, no es violatoria del -

derecho de propiedad, ni de la posesión que sobre dicha cosa tie­

ne cualquier otr0 9 y no procede en consecuencia el recurso de am­

paro constitucional que fundado en aquel motivo se ha solicitado". 

(Revista Judicial, Tomo XXXVIII, diciembre 22 de 1933 página 
75) 
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No puede considerarse como intrusa o usurpadora de un terre~ 

no, para los efectos de la Ley Agraria, a una persona que con otras 

ha poseído y cultivado por largo tiempo dicho terreno. En este ca­

so, si un Alcalde, en diligencias promovidas por un terne.ro pidi e~ 

do pronto y eficaz auxilio contra aquella persona, previene a esta 

que desocupe el repetido terreno dentro de tercero dia, viola la -

garantia constitucional de la propiedad y procede el amparo solici 

tado contra la referida providencia". 

(Revista JUdicial, Tomo XLVI, junio 13 de 1941, página 203) 

practicada la inspección, el Alcalde al analizar los hechos y 

documentos que le hubieren sido presentados debe estimar dos situ~ 

ciones: que haya habido despojo o usurpaciÓn o bien que los actos 

contra los cuales se reclama el pronto y eficaz a~xilio, constitu-

yan simples actos de molestia o perturbación. En el primer caso -­

decretará el cese provisional de la ocupación ejercida contra quien 

se pide el amparo y a la vez entregará en depósito, al peticiona­

rio, el terreno usurpado o despojado; y el segundo caso sólo de­

cretará que cese la perturbación y que continue el perturbado en -

la posesión en que se encuentra sin resolver nada referente al de-

pósito, por no ser necesario, puesto que el inmueble afectado, nun 

ca ha dejado de estar en poder de su dueño o poseedor. Asi lo ex-

presa el inciso 3º del Art. 40 de la Ley Agraria cuando dice que -

"practicada la inspección y resuelta la providencia del depósito", 

"si fuere procedente", se oira por veinticuatro horas 

al denunciado y se seguirá información de testigos pa-

~ .. ' -=--._"""'---.-~_ . .... .:.'- "" 
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ra es·tablecer los fundamentos legales del amparo ••••• " 

Los fundamentos legales del amparo, consisten en determinar 

si ha habido una verdadera perturbación, despojo o usurpación en 

terrenos cuya propiedad o posesión no está sujeta a discusión por 

existir títulos debidamente inscritos en el Registro de la propi~ 

dad Raíz, a favor de a~uellos ~ue demandan el pronto y eficaz au­

xilio; si una persona con menosprecio de la propiedad o posesión 

ajena permite ~ue sus animales entren a pastar al predio vecino, 

destruyendo plantaciones o sementeras; se dedica a cortar árbole s 

en el mismo, hacer cultivos en Él, tirar cercos dentro del predio 

ajeno etc., si ~stos hechos han sido plenamente establecidos en­

la inspección y mediante prueba de ~estigos,puede decirse ~ue se 

han establecido los fundamentos legales para amparar al peticion~ 

rio .. . 

Resuelta la providencia del depósito, tal como lo indica la 

dispbsición antes transcrita, el Alcalde mandará a oir al denun­

ciado por veinticuatro horas y a la vez abrirá el expediente a --­

pruebas por tr es días. 

Algunos sostienen ~ue el Alcalde no está obligado a abril a 

pruebas las diligencias, en primer lugar por~ue .la ley no lo arde 

na y en segundo por~ue el pronto y eficaz auxilio son simples di­

ligencias sujetas a tan breves plazos ~ue no cabe la apertura a -

pruebas, y además por~ue la Ley Agraria no se remite en este as­

pecto al Código de Procedimientos Civiles. Sin embargo es de con­

siderar ~ue si bien la Ley Agraria no dice expresamente ~ue deba 
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abrirse a pruebas, sin embargo, establece el plazo de tres días 

a partir de la inspección para que estos puedan producirse y lo 

normal y correcto en toda clase de procedimientos o diligencia s 

es que las pruebas se produzcan dentro de un término, especial­

mente si se trata de prueba testimonial. 

Decretada la apertura a pruebas, las partes deberán pre s en­

tar los testigos que tuvieren a su favor y aunque la ley no lo -

diga también pueden presentar cualquier otro documento que los -

interesados tuvieren para reforzar sus probanzas, a fin de es ta-

blecer los fundamentos legales del amparo. cabe señalar que l a s 

veinticuatro horas de audiencia que se conceden al denunciado es 

tán incluidas en los tres días que se conceden para presentar 

pruebas. Este plazo, no obstante que el inciso 3º del Art.40 de 

la Ley Agraria dice: !'Estas diligencias deberán terminarse den-

tro de tres días, lo más tarde, después de verificada la inspec-

. , " Clan ... se estima que no es fatal, puesto que la ley señala otro 

efecto, cual es hacer incurrir al Alcalde en una multa de veinti 

cinco colones que impondrá gubernativamente el Gobernador respe~ 

tivo sino se cumpliere dicha disposición. Además es aplicabl e pe~ 

fectamente la regla general de que al impedido con justa causa -

no le corre término. 

Decretada por el Alcalde el cese de la perturbación u ocup~ 

ción, los intrusos quedaran bajo la vigilancia de los Alcaldes -

Auxiliares de policía Agrícola, en su defecto de los Comisiona-
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dos Cantonales y Agentes de la Guardia Nacional~ para el efecto _ 

de que no continuen ejerciendo la perturbaci6n u ocupaci6n del __ 

inmueble. A este respecto cabe señalar que los Alcaldes Auxilia­

res de Policía Agrícola no existen, por lo que la vigilancia de 

los perturbad~res o usurpadores queda siempre a cargo ya sea 

de la Guardia Nacional o de los Comisionados o patrulla Cantona­

les. 

Si de la inspecci6n y la prueba presentada por ambas partes, 

resulta probada ' la perturbaci6n 9 el despojo o la usurpaci6h el Al 
calde decretará que el solicitante tiene derecho a ser amparado -

en su propiedad o posesi6n; confirmará el dep6sito del inmueble -

en manos del ~mparad09 si hubiere sido decretado y prevendrá a los 

intrusos que desocupen el inmueble y a los perturbadores que ce­

sen en sus actos de perturbaci6n 9 so pena de lanzamiento y de qu~ 

dar sometidos al procedimiento criminal correspondiente, de acuer 

do con el Art.42 de la Ley Agraria que dice~ 

"El amparado presentará n6mina de los intrusos que de- -

ban desocupar la finca y de los que puedan quedar en la condici6n 

de colonos. 

A los primeros se les prevendrá que cesocupen las tierras -­

dentro de tercero día, so pena de lanzamiento y de quedar someti­

dos al procedimiento criminal correspondiente. 

A los segundos se les hará saber, que dentro de quince días 

improrrogables deben pactar con el poseedor adueño amparado, las 
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condiciones del arrendamiento~ so pens de quedar sujetos a lo ---

dj.spuesto en el inciso anterior." 

Si contrariamente a lo expuesto no se prueban los fundamen-

tos del amparo el Alcalde decretará, según los casos, que el soli 

citante no tiene derecho a ser amparado o bien suspenderá el pro­

cedimiento y remitirá a las partes a que ventilen sus derechos an 

te los tribunales comunes competentes. 

No hay lugar al amparo cuando el solicitante no comprueba --

plenamente que el dEnunciado sea verdadero intruso o usurpador, -

tal es el caso del que demuestra ser colono del inmueble o finca 

o de aqu6l que prueba ser poseedor en proindivisión, juntamente -

con el solioitante, del inmueble cuya propiedad o posesión se dis 

cu te. 

Cabe traer a cuenta, para informar estos casos la dootrina -

sustentada por los tribunales superiores en sentencias de amparo -

y que aparece publicada en la Revista Judioial Tomo XXXVIII, del 

22 de dioiembre de 1933, pág.75, que dioe~ 

liNo prooede entre oomuneros de un predio rústico la acción -

de pronto y eficaz auxilio que establece la Ley Agraria, salvo -­

que alguno de ellos perturbe a otro en la posesión que 6ste ejer­

ce en una parte determinada del inmueble común. Tampooo procede, 

oon la misma restrioción, oontra el oolono que ooupa, autorizado 
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por algún comunero; parte de la cosa indivisa, porque ninguna de 

esas personas pueden considerarse como perturbadores o usurpado ­

res de una propiedad ajena. 

"La providencia de un· Alcalde Municipal que ordena restituir 

a un colono la tenencia de una parte de la cosa común, que ejerce 

con la debida autorización y de cuya tenencia fue privado provi­

sionalmente de acuerdo con la Ley Agraria, no es violatoria del -

derecho de propiedad? ni de la posesión que sobre dicha cosa tie­

ne cualquier otro; y no procede en consecuencia el recurso de am­

paro constitucional que fundado en aquel motivo se ha solicitado." 

El Alcalde suspenderá el procedimi ento? es decir se absten­

drá de seguir conociendo en los siguientes casos~ 

a) Si la persona contra quien se ha pedido el amparo ha esta 

do en posesión quieta y pacífica por un período de seis me ses o -

más. Art.40 inc.3º Ley Agraria. 

b) Si los ocupantes presentan títulos de posesión o propie­

dad de igualo mayor fuerza a la del exhibido por el que solicita 

el amparo. Art.43 Ley Agraria. 

Respecto al primer caso? cabe traer a cuenta que el inc. 3º -

del Art.40 de la Ley Agraria fue obj eto de reformar durante la Ad 

ministración del Coronel Arturo Armando Molina j el Decreto corre~ 

pondiente aparece publicado en el Diario Oficial Nº230? Tomo 249 

de 10 de diciembre de 1975. 

Antes de la reforma, el inciso en mención es taba r edactado -

en la forma siguiente: 
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lIPracticada la inspección y resuelta la providencia del dep~ 

sito~ si fuere procedente, SE oirá por veinticuatro horas al de­

nunciado y se seguirá información de testigos para establecer los 

fundamentos legales del amparo; y resultando probada la perturba­

ción, el despojo o la usurpación, se declarará Que el solicitante 

tiene derecho a ser amparado. Estas diligencia s deberán terminar­

se dentro de tres días lo más tarde después de verificada la ins­

pección, Quedando el Alcalde incurso en la multa de veinticinco -

colones Que impondrá gubernativamente el gobernador respectivo sino 

cumpliere con esta disposición, sin perjuicio de obligársele al -

cumplimiento de lo dispuesto en esta ley, quedando dichas multas 

a beneficio de los fondos municipales del lugar a que pertenecie­

re el multado ll • 

Introducida la reforma el inciso citado Quedó redactado así~ 

"Practicada la inspección y resuelta la providencia del dep~ 

sito? si fuere procedente, se oirá por veinticuatro horas al de­

nunciado y se seguirá información de testigos para establecer los 

fundamentos legales del amparo; y resultando probada la perturba­

ción, el despojo o la usurpación, se declarará Que el solicitante 

tiene derecho a ser amparado. En caso contrario o si de la prueba 

recogida resultare que la persona contra quien se ha pedido el am 

paro ha estado en posesión quieta y pacífica por un período de 

seis meses o más, el Alcalde se abstendrá de seguir conociendo y 
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rancia dE la Ley y otras veCES por falta de mEdios económicos, 

puesto qUE no SE hallan en capacidad de sostenEr un juicio civil 

antE los tribunalEs competentES teniendo como contrapartE al pro­

pietario. 

AntES dE la rEforma a qUE ya nos hEmos referido si biEn SE -

daba validez a la posesión dE largo tiEmpo, aún contra título dE 

dominio inscrito, nunca hasta entóncEs SE había dEfEndido la pos~ 

sión dE tan corto tiEmpo (seis mESES)? como ha qUEdado establEci­

do en la LEy Agraria. 

ExistE alguna jurisprudencia sostEnida en juicios de Amparo 

Constitucional? qUE conviEne citar para tener una idEa dE la cla­

SE dE pOSEsión qUE, antes de la rEforma al Art.40 dE la Ley Agra­

ria, SE protEgía. 

"La pErsona qUE justifica ser poseedompor largo tiempo dE -

un inmUEblE, como dUEña, no pUEde ser considErado como intrusa o 

pErturbadora de la pOSEsión dE un tErC'Ero En El mismo inmueble; y 

por lo mismo, no tiEne aplicación El procedimiEnto administrativo 

para obtEnEr El pronto y Eficaz auxilio a qUE SE rEfierE la Ley -

Agraria; siendo prOCEdEnte el amparo pEdido por aquella persona -

contra providencias de un Alcalde que le ha preVEnido dEsocupe su 

terreno dEntro de terCEro día, por SEr aquEllasviolatorias dE la 

garantía constitucional de la propiEdad. Para que prospere un r e­

curso de amparo es preciso que el derecho en que se funde sea in-



-- 59 

remitirá a lae partee a que ventilen sus derechos en el Tribuna l 

competente. Estae diligenciae deberán terminarse dentro de tres 

días lo más tarde deepuÉe de verificada la inepección, quedando -

el Alcalde incureo en la multa de veinticinco colonee que impon­

drá gubernativamente e l Gobernador respectivo si no cumpliere con 

esta dispoeición 9 e in perjuicio de obligársele al cumplimiento de 

lo dispueeto en eeta l ey, quedando dichas multas a beneficio de -

los fondos municipaleedel lugar a que perteneciere el multado." 

Como puede notarse comparando el texto anterior con el vige~ 

te, la reforma se contrajo a favorecer a aquellos que probaran -­

seis mesee de poseeión quieta y pacífica sobre el inmueble sujeto 

a petición de amparo, perjudicando así a muchos propietarioe que 

a ciencia y paciencia h a bían permitido a muchos moradores a h abi­

tar en eue tierrae, quienes despUÉS de ese decreto, se considera­

ron con fuerza euficiente para disputar el derecho de poseer, a -

aquel que le s había dado posada en sus terrenoe. Esta reforma a -

todas luces arbitraria, si bien favoreció a muchas personas de e~ 

casos recureos creó l a discordia entre muchos propietarios y És­

toe poeeedoree, a tal grado que aquellos ante la inminencia o el 

peligro de veree desposeídoe de sus propiedadee tomaron acciones 

de hecho contra eetoe lanzandoloe por la fuerza de eue tierra s, -

siendo entóncee perjudicadoe en vez de favorecidos, puee raramen­

te el lanzado ee ha preeentado a pedir el amparo que la Ley Agra­

ria en virtud de la r efo rma dicha concede, algunee veces por ign~ 
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discutible, no sujeto a discusión, pues si Ésta se presenta corres 

ponde decidirla a los tribunales comunes". 

(Revista Judicial, Tomo XLVI, mayo 19 de 1941, página 176) 

"No puede conceptuars : como intrusos, despojantes o usurpad2. 

res, a quienes justifican plenamente estar en posesión actual de 

un inmueble y que esa posesión se retr o'Ctrae a varios años, por 

lo que no están comprendidos en el Art.40 de la Ley Agraria ll • 

"Por consiguiente, procede el amparo contra providencia s de 

un Alcalde Municipal que ordena cese provisionalmente la ocupa- -

ción de esos poseedores en unas diligencias de pronto y eficaz au 

xilio". 

(ReVista Judicial, Tomo LV, enero 16 de 1950, página 290) 

"No debe cálificarse de usurpadores o perturbadores, para 

los efectos de un pronto y eficaz auxilio conforme el Art.40 de -

la Ley Agraria, a quienes justifiquen plenamente haberlo po se ído 

por más de veinticinco años ininterrumpidos." 

"En consecuencia, es procedente el amparo en contra de la s -

providencias de un Alcalde qu e ha prevenido a esos poseedore s qu e 

desocupen sus casas de habitación construídas a sus expensas y de 

sus antecesores en el inmueble poseído l1 • 

(Revista Judicial, Tomo LV, enero 28 de 1950, página 298) 

Decíamos que otro de los casos en que el Alcalde debe suspe~ 

der el procedimiento en diligencias de pronto y eficaz auxilio, es 
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cuando los ocupantes presentan títulos de posesión o propiedad -

de igualo mayor fuerza a la del exhibido por el que solicita el 

amparo. 

La razón de suspender el procedimiento en estos casos~ es -

porque no corresponde a la autoridad administrativa determinar -

el valor de los títulos presentados, ya que las diligencias de -

pronto y eficaz auxilio no tiene por objeto dirimir o dilucidar 

derechos, su finalidad, tal como ya quedó planteado, es amparar 

derechos indiscutibles. 

Cuando hay duda sóbre la existencia de un derecho de propi~ 

dad o posesión~ las part~s deben acudir a los tribunales judici~ 

les competentes y mientras tanto los Alcaldes deben abstenerse -

de conocer, si por una u otra parte se han presentado documentos 

de igualo mayor fuerza. 

Para concluir con la exp1icaci6n básica del procedimiento -

seguido en el pronto y e fic az auxilio, s610 me resta indicar que 

las resoluciones pronunciadas en dichas diligencias admiten ape­

laci6n para ante el Gobernador Político Departamental respectivo, 

pero s610 en el efecto devolutivos ello significa que el Alcalde 

no queda inhibido de seguir conociendo en el procedimiento, no -

se suspende su competencia ni el cumplimiento de sus resolucio­

nes; el Alcalde al admitir la ape1aci6n deberá hacerlo de confo~ 

midad con las reglas generales que sobre esta materia establece 

el Código de Procedimientos Civiles, es decir que remitirá las -
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diligencias originales a la Gobernación respectiva y se quedará _ 

con certificación de lo conducente para continuar con el procedi­

miento. La resolución que ordena el cese provisional de la ocupa­

ción y la entrega en depósito del terreno cuando fuere procedente, 

es apelable, pero mientras el Gobernador resuelve sobre el punto 

apelado, el Alcalde está autorizado para seguir con el trámites y 

en esa virtud, mandará a oir al denunciado por el término legal , 

seguirá la información de testigos y en fin practicará cualquier 

otra diligencia, como la agregación de documentos, citaciones, nQ 

tificaciones, etc., que fuer@necesarios para establecer los fun-

damentos legales del amparo, dejando la causa en estado de pronu~ 

ciarse la sentencia definitiva, mientras se espera la decisión --

del Gobernador sobre la resolución apelada, la cual, si fuere re­

vocada, hará que las cosas vuelvan al ser y estado que tenían an-

tes de que fu era dictada. 

Si la apelación fuere denegada se admitirá Recurso de hecho, 

el cual se tramitará de acuerdo a lo establecido por el Código de 

Procedimientos Civiles. 

Lds sentencias pronunciadas por los Gobernadores Políticos -

Departamental es, en diligencias de Pronto y Eficaz Auxilio, son -

apelables para ante el Poder Ejecutivo en el Ramo del Interior de 

conformidad con el Art.27 de la Ley del Régimen Político. Sin em-

bargo en algunas ocasiones se ha sostenido que dicha disposición 
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no es aplicable para estos casos. porque las diligencias de pron­

to y eficaz auxilio sólo tienen dos instancias y porque así 10 

dispone el Arto63 de la Ley Agraria que por ser especial priva so 

bre el Art.27 de la Ley del Régimen Político. Dicho artículo dice~ 

»De las providencias dictadas por los Gobernadores o Alcaldes, en 

virtud de las facultades que se les confieren en los artículos 

precedentes. ~o se admitird apelación ni otro recurso; pero queda 

expedito a los interesados el derecho de acusarlos ante la autori 

dad correspondiente por los abusos que cometieren en el ejercicio 

de sus funciones. Este criterio ha sido sostenido en sentencia, -

que aunque antiguas. no pierden validez para ilustrar este punto 

por lo que me permito transcribir el único Considerando de la pro 

nunciada por el Poder Ejecutivo, en el Ramo de Gobernación, a las 

quince horas del día veinte de abril de mil novecientos treinta y 

seis y que aparece publicada, junto con otras similares en la "R~ 

copi1ación de sentencias del Ministerio de Gobernación, Trabajo y 

Sanidad correspondiente a los años de 1932, a 1936, y dice~ 

J~eídos los autos y Considerando~ De la sentencia pronuncia­

da por el Gobernador apeló el apoderado de la señora Rivera, doc­

tor Rafael Salinas, fundándose en el Arto27 de la Ley del Régimen 

Político; pero los Arts.205 y 200 (49 y 63 actuales) de la Ley 

Agraria, especiales y preferentes para el caso, establecen que en 

los recursos de amparo de posesión y pronto y eficaz auxilio, es 

admisible únicamente ape1aci6n de lo resuelto por las Alcaldías, 
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y expresamente se prohibe todo recurso de la sentencia de los Go­

bernadores, excepto el de responsabi1idad~ el cual podrán enta- _ 

b1ar ante las autoridades competentes". 

No obstante 9 en la actualidad el criterio que prima es que -

el Art.27 de la Ley del Rdgimen Polltico, que establece "que de -

las resoluciones pronunciadas por los Gobernadores se admitirá -­

apelación para ante el Poder Ejecutivo"9 tiene perfecta ap1ica.'c'ión 

en estos casos y asl se ha resuelto en muchas sentencias de fecha 

recienteo Como ejemplo transcribo, parte del Considerando IV de -

la pronunciada por el Poder Ejecutivo en el Ramo del Interior~ a 

las once horas y treinta minutos del dla veintiséis de abril de -

mil novecientos sesenta y seis que dice: "En relación a 10 alega­

do por el doctor Eduardo Aguirre~ relativo a que en los procedi­

mientos administrativos de amparo sólo hay dos instancias y que -

el Gobernador de La Unión que conoció en grado, debió de haber d~ 

clarado inadmisible el recurso, cabe considerar que el funciona­

rio referido, al admitir el recurso ha procedido con arreglo a d~ 

recho, pues la Ley Unica del Rdgimen Po1ltico establece claramen­

te en su Art. 27, que de las resoluciones pronunciadas por los GQ 

bernadores se admitirá apelación para ante el Poder Ejecutivo". 
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CAPITULO V 

LA SENTENCIA, SUS EFECTOS. 

Acorde con lo dicho anteriormente acerca del proceso de amp~ 

ro administrativo, el cual hemos ubicado dentro de los denomina­

dos de ejecución. Llegado el instante, dentro de la secuencia de 

los actos procesa~es, de ponerle fin con la sentencia respectiva, 

queda por determinar cuál debe ser el contenido, en rasgos gener~ 

les, de ese acto procesal. La Ley prevé dos situacionesg a) que -

los ocupantes presenten título de propiedad o posesión de igual o 

mayor fuerza al exhibido por el amparado (Art.43 Ley Agraria) o -

que pruebe una posesión quieta y pacífica por un período de seis 

meses o más (Inc.3 Q reformado del Art.40 Ley Agraria) y b) que el 

solicitante pruebe la perturbación. 

a) En el primer caso, el proceso se suspende, lo cual signi-

fica que se provee una sentencia interlocutoria decretando la s us 

pensión y previniendo a los interesados a que ventilen sus dere-

chos ante el tribunal correspondiente. El problema surge acerca 

de cuál es la situación que le corresponde al depósito provisio­

nal ordenado con la comprobación del Alcalde en el momento de la 

inspección, de que existe perturbación. ¿Debe revocarse o debe -­

quedar? Hay quienes sostienen que la suspensión es un acto proc~ 

sal posterior a la entrega en depósito y que, por tal motivo no -

le afecta ni le debe afectar 9 debe, por consiguiente 9 manteners e . 

Aparentemente la posición es lógica pero tiene sus aspectos vulne 
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rables. En efecto, los motivos por los cuales se suspende el pro­

cedimiento, según el mandato legal, residen en la ausencia de --­

fuerza ejecutiva, digámoslo así, del título en el cual se apoya -

el solicitante, su validez está en entredicho por la prueba aduci 

da por el demandado y, como consecuencia, el derecho por el ins­

trumento base de la acción está sujeto a controversia y con ello 

desaparece la presunción de despojo que pudiera recaer sobre el -

demandado. Por otra parte, si se deja intacto el depósito, la si­

tuación queda jurídicamente contradictoria, para el cese provisi~ 

nal de la perturbación el documento seguiría teniÉndose como váli 

. do, como si su situación no se hubiera modificado con los actos -

pbsteriores en cambio, para decretar el amparo adolecería de vi­

cios que lo impiden; además, ningún objeto tendría mantener esa -

situación creada si al controvertir las partes sus derechos en el 

respectivo proceso de cognición, la ejecución de la sentencia pr~ 

ducida en Ést~ r establecería sus derechos al victorioso. 

b) Cuando el solicitante prueba los extremos de su solicitud. 

El inciso Tercero, del Art.40, reformado, dice en lo pertinente~ 

"practicada la inspección y resuelta la providencia del depósito, 

si fuere procedente, se oirá por veinticuatro horas al denunciado 

y se seguirá información de testigos para establecer los fundame~ 

tos legales del amparo; y resultando probada la perturbación, el 

despojo o la usurpación, se declarará que el solicitante tiene de 

recho a ser amparado." Según el tenor literal de la disposición -

transcrita, la sentencia tendría que ser declarativa o, como la -
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denominan los proceBalistas~ de declaraci6n de un derecho. No -_ 

obstante~ el objeto del juicio no es propiamente determinar si ~ 

existe o no un derecho sino el de hacer prevalecer ese derecho? 

protegerlo contra la violaci6n por un extraño 1 por consiguiente? 

la ~arte declarativa que la sentencia? por rigor legal debe con­

tener? no es más que una premisa jurídica que el Alcalde debe de 

jar sentada para decretar? en dicha sentencia las medidas que la 

ley prev€ para garantizar al propietario contra el intruso? per­

turbador? usurpador o despojante? lo que le da a la sentencia el 

carácter de condena. En efecto? el inciso 2º del Art.12 de l a 

Ley Agraria expresa que a los intrusos les prevendrá que desocu­

pen las tierras dentro de tercero día y a los que puedan qu e d~r 

en condici6n de colonos, según la manifestaci6n qu e haga el pro~ 

pietario solicitante del amparo? les prevendrá que dentro de --­

quince días improrrogables deben pactar con el poseedor o du eño 

amparado, las condiciones del arrendamiento. 
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CO N CLUSIO lfE S 

- 1 -

Bl e nfoque sobre el Régimen Jurídico de ~ropiedad sobre la -

Tierra, no puede ostentar la pretensión de llegar al fondo del te­

ma, no obstante, permite poner de relieve aspectos importantes que 

recla man un estudio más concienzudo, entre ellos, el de que la I n-

depen dencia proclamada e n 1821, no corta los lazos que nos li gaban 

en mayor intensidad al colonizador: Se mantuvieron las instit.ucio-

nes jurídicas impuestas por éste; instituciones que eran la expre-

si6n de características impuestas a nuestro desarrollo económico y 

social, tales como la de ejidos g que nació unida a proyecciones e~ 

caminadas ~nica mente a propiciar las ~mpresas que los coloniza do --

res tenían en mente realizar p or med io de los Municipios. 

- LL -

Paralelamente al régi men de eji dos y los bi e nes realengos, -

tuvier on que coe x istir por mucho tiem po los comunales. Las c omu ni-

dades su bsistiero~ ~o por una concesión de los coloniza dores, ni -

p or que pretend ieran res petar costumbres de las tierras conquista -

das, sino por jactares diferentes, como fue la imposibilidad de --

controlar administrativa mente todas las tierras conquistadas. Las 

instituciones introducidas p or los es vano1es, le impri mieron cara~ 

terísticas especia1e~ a nuestro desarrollo económico y social. ~n 

sus i nicios sirv i eron a los f ines perseguidos por aquéllos y si gni 

ficaron al mismo ti empo un avance en dicho proceso, pero, más t ar-

de, des pués de nuestra se paración del colonizador es panol , el i m--
.~ 

! . 8 lBLlOTtCA CENTR~, L 1 
i UHIVEIUilDAO QE eL "",-",AOlD. J 



-- 70 

pulso imprimido al cultivo del cafl, vo1vi6 necesaria la concentra 

ción de la tierra; para ello re presentaba una traba, un obstdculo, 

la existencia de las tierras comunales y ejida1es; esta situaci6n 

dio por resultado la disoluci6n de las comunidades y de los eji dos, 

como mea ida jurtdica necesaria para su conve~si6n en tierras de --

propiedad privada. 

- 111 -

~ la par de las medi das que dan paso al proceso de concentr~ 

ci6n de . la tierra, se adoptan las medidas jurtdicas encamina das a 

pr oporcionar seguridad y certidumbre jurtd ica a la propiedad priv~ 

da, con la promulgaci 6n de la Ley Hipotecaria de 22 de marzo de --

1881, derogada posteriormente por la Ley Reolamentaria del Reg is -

tro Púb1 ico .• de 6 de abril de 1884 y ésta a su vez p or la Ley de -

Reg istro de 31 de mayo de 18~ 7, que se incorpo ra ¡ armando un c al· t­

t 1), 1 o del e 6 d i 9 o e i vil. .Es t a s m e d ida s a s e 9 u r a t i vas re q u e r tan i n d u el 9... 

ble mcnte, de un instrumento jurtdi co e fi caz que pr~porcionara los 

~edios adecuados para la defensa de la propiedad p~i vada sobre la 

tierra, co mo una form a de consolidación del proceso de c ancentra -

ción de la tierra de cultivo. I ;uede advertirse el curso lóg ico se-

guido: primero se liberan las tierras de las trabas que impiden tQ 

da transacci6n comercial c on ellas, luego se crean los instrumentos 

que tienen que rea fi rmar, darle certidumbre a dich as trans jerenc ias 

pero ello no basta:; falta el medio pa ra su de / ensa • .Este paso se i 

nicia con el Decreto Ji,'jecutivo de 5 de ¡útero de 1884, den'Jminado 

comunmente, a secas, Decreto sobre desahucio, pero llamado en el -

, , 
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- V -

Se ha demostrado que el proceso de hmparo Administrativo estd 

situado dentro de los concebid0s CQ !'W de "Ejeclwión", opuestos a --

los de NCognición " . Solamente puede prosperar la acción que se jun-

da en tttu10 inscrito en el Registro de la Propiedad Ea{z U en el -

que llevan las lllca1d{as i'lunicipa1es, de t{tu1os ya inscritos en a­

quel; este requisito es base esencial de la acción. Sobre esta bas~ 

la sentencia que dec10ra que ha lugar al amparo, tiene que ser nec~ 

. sariamente de c0ndena; la declaración no es sino la premisa en gue 

se funda el }'al10 conteniendo las prevenciones que prevé la ley. ;;§.. 

ta sentencia, no tiene mds valor que el necesario para fundar jur{-

dica mente el lanzamiento y ord e nar el ( roceso penar por usurpación, 

pero nada mds. Do le agrega ning1n reconocimiento especial o una cR 

1idad nueva que nejore el t{tu10 presentado por el i ~petrante, pue~ 

a~n en el caso de que los demandados, por cualquier circunstancia -

no estuvieren prontos a dej~nder sus derechos para impedir el curso 

del am¡.'aro y fueran lanzados, tienen expedito el ca /fiino de ocurrir 

a los tribunales competentes para discutir sus derechos de posesión 

o d'Jminio. Es decir, qv,e los alcances de la sentencia de amparo ad-

ministrativo son limitados, inmediatos, pero que no mejoran la si-­

tuación jurtdica del impetrante con relación a otro de igualo meja' 

de reclz o. 



-- 73 

BIBLIOGRAFIA 

1- ENCICLOPEDIA JURIDICA "OMEBA" BIBLIOGRAFIA OMEBA-DRISKILL 
S. A., Buenos Aires, Argentina, año 1977- Tomos IX- y XVI 

2- DICCIONARIO DE LEGISLACION y JURISPRUDENCIA- JOAQUIN ES­
CRICRE. Editorial TEMIS, Bogotá, 1977- Tomos- 1- 11- Y IV. 

3- ANUARIO DE LEGISLACION DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR, -
BR. BELARMINO SUAREZ, Imprenta 7 de Junio, San Salvador~ 
1908, años 1880- 1882-; 1883- 1885; 1891- 1894; 1886-1890; 
1895- 1898. 

4- HISTORIA DE EL SALVADOR, EPOCA ANTIGUA Y DE LA CONQUISTA. 
SANTIAGO 1. BARBERENA. T. 11- publicación del Ministerio 
de Educación, Dirección General de Cultura; Dirección de 
publicaciones, Sa~ Salvador, Centro América. Impreso en 
los Talleres de la Dirección de publicaciones 1969. 

5- Evolución en el Régimen de Posesión de la Tierra. Anóni­
mo, artículo mimeografiado. 

6- CURSO DE DERECHO CIVIL. ARTURO ALESSANDRI y MANUEL SOMA­
RRIVA UNDURRAGA. Tomo 11- Los Bienes , santiago de Chile, 
República de Chile. 

7- LEY AGRARIA. 

8- CODIGOS DE LA REPUBLICA. 



-- 74 

1 N ]) 1 C E 

INTRODUCCION. 

1- REGIMEN JURIDICO DE LA PROPIEDAD SOBRE LA TIERRA. 
CllRACTERIST!CAS. 

11- FORMAS DE PROTECCION A LA PROPIEDllD RURllL EN NUESTRO 
ORDEN JURIDICO: CONSTITUCIONAL, CIVIL, PENAL Y ADMI­
NIS.TRATIVO. 

111- CONCEPTO ])E AMPARO.- CLASES DE AMPARO.- AMPARO llDMI­
NISTRATIVO.- ORIGEN HISTORICO. 

IV- CASOS EN QUE PROCEDE EL AMPARO ADMINISTRllTIVO.- PRO­
CEDIMIENTO. 

V- SENTENCIA, EFECTOS. 

VI- CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 

.~ .. . } 

I BIBLIOTECA CENTRe.; , 
I UH.VEIUiIDAD DE EL I5AI.·"AO':>~ j 



-- 71 

Decre to ;n isrno ~ "DACE.L!,'i'ú LJHO'UTI VO ;:.; ODHle. JJE':'; OC [/1 jl CIOh Di!,' PI NCAS ¡¡j.Fu:,/v 

D/ LJi;S"; pronto los legisladores advi e rten que d ic ho ordena ·ozien Lo -

era insuf iciente~ limitado en sus a1c on ces 9 y se promullja la ,iLLY-

1884. Am bos decretos, con re j ormas y algunas adiciones 9 inte g ran el 

'1'0 iliJJíI i/I S°'ifU'f'IVO :' , en su Ca l)ítu10 19 Del Lanzamiento de Intrusos, 

Usurpad'Jres y Ji rre ndatarios, de la Ley Jif)raria vigen te. Est'J signi-

Jica que, de acuerdo c on nuestras normas de nuestro derecho ~ositi-

vo, sobre la vigencia de la Ley, el Decreto Ejecutivo pri meramente 

citado 9 estd derogado t dcitame nte y el procedi mi en to vi gente sobre 

la materia que nos ocupa 9 es el establecid o e n el Título y Ca p ítu-

lo que se acaban de me nci onar. 

-- IV ¡;;¡-

La Ley Ag raria vig e nte , re prese n ta una reco p i1aci6n de decre-

tos unidos por un artículado co~~n ~ carece de verdadera siste mati--

zaci5n, c ontiene muchas irreg ularidades juríd icas. como la del ej Q~ 

p10 citado e h el desarrollo de esta tésis. El en f oque em prendido no 

se ocupa de compararla co n el resto del ordena ~ iento jurídico exis-

tente sobre régi me n de tierras, pero el exa men realizado so bre el 

p rocedi ~'í iento9 es un pri me r ¡ __ aso para obligar a un estudio más a -

fondo, a fin de determinar hasta donde ese cuerpo normativo puede 

continuar ap1icdndos e y hasta d 'Jnd e s e e ncuentra derogado tácita me~ 

te por la nueva legislaci 1n agraria. 

'-----------_.- .. '-' 


